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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas, con el objeto de fortalecer las facultades de los organismos reguladores y fiscalizadores y aumentar las multas y períodos de suspensión de los emisores de licencias médicas, en los presupuestos que establece la ley.

BOLETÍN Nº 14.845-11
Objetivo / Constancias / Normas de Quórum Especial (si tiene) / Consulta Excma. Corte Suprema (si hubo) / Propuesta de Cambio de Nombre del Proyecto (si hubo) / Asistencia / Antecedentes de Hecho / Aspectos Centrales del Debate / Discusión en General / Votación en General / Discusión en Particular / Texto / Acordado / Resumen Ejecutivo.
HONORABLE SENADO:

La Comisión de Salud tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, iniciado en mensaje de S.E. el ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique, con urgencia calificada de suma.

Se hace presente que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, por tratarse de una iniciativa de artículo único, la Comisión la discutió en general y en particular. Se deja constancia, asimismo, de que la propuesta legal resultó aprobada, en general, por la unanimidad de sus integrantes presentes (4x0).
Corresponde señalar que esta iniciativa de ley requiere informe de la Comisión de Hacienda, en el trámite reglamentario de segundo informe, en cumplimiento de lo que disponen el artículo 17 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y el artículo 27 del Reglamento del Senado, pues impone gasto fiscal.

- - -
OBJETIVO DEL PROYECTO

Fortalecer las facultades de los organismos reguladores y fiscalizadores en esta materia, aumentar las multas y períodos de suspensión de los emisores de licencias médicas en los presupuestos que establece la ley, aumentar las sanciones penales vinculadas al ilícito y ampliar los tipos penales.
- - -
CONSTANCIAS

- Normas de quórum especial: Si tiene.
- Consulta a la Excma. Corte Suprema: Si hubo.
- Proposición de cambio de nombre del proyecto: Si hubo.
- - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El artículo 1°, numeral 5° del proyecto de ley es una norma de rango orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo del artículo 66, de la misma Carta Fundamental.
Tienen el carácter de ley de quórum calificado, los numerales 1, 2, 3 letra c), 4 letra c), 6 letra b), 7 (artículos 10 bis a 10 septies), por tratarse de materias de seguridad social, según lo señalado en el numeral 18 del artículo 19 de la Constitución, en relación con el inciso segundo del artículo 66, de la misma Carta Fundamental. 
- - - 

CONSULTA EXCMA. CORTE SUPREMA

Se hace presente que la Sala del Senado envió un oficio solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema respecto del texto que se propone, en cumplimiento de lo preceptuado por el artículo 77 de la Carta Fundamental, y por el artículo 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, toda vez que dicha iniciativa incide en la organización o atribuciones de los tribunales de justicia.


Posteriormente, el Máximo Tribunal emitió su opinión en torno al proyecto de ley en estudio, mediante Oficio N° 79-2022,  de fecha 19 de abril de 2022.

- - - 

PROPUESTA DE CAMBIO DE NOMBRE DEL PROYECTO



Originalmente el proyecto de ley se denominó:



“Proyecto de ley que modifica la ley Nº 20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas, con el objeto de fortalecer las facultades de los organismos reguladores y fiscalizadores y aumentar las multas y períodos de suspensión de los emisores de licencias médicas, en los presupuestos que establece la ley.”.


Producto de las modificaciones al texto de la iniciativa y a los acuerdos alcanzados en el seno de la Comisión, por votación unánime de sus integrantes, se modificó su nombre por el siguiente:


“Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas, con el objeto de fortalecer las facultades de los organismos reguladores y fiscalizadores y establecer las sanciones administrativas y penales que indica.”.

- - - 
ASISTENCIA


- Representantes del Ejecutivo e invitados: 


Por el Ministerio de Salud: la Ministra, Dra. Ximena Aguilera; el Jefe del Departamento de Tecnologías de Información y Comunicación, señor Jorge Herrera; la Jefa del Departamento de Salud Digital, señora María José Letelier; la Jefa del Departamento de Políticas y Promoción de la División de Políticas Públicas Saludables y Promoción (DIPOL), señora Catalina Cano; el Director del Departamento COMPIN, señor Javier Errázuriz, y los Asesores, señores Jaime Junyent y Julián Ortiz.

Por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social: la Ministra, señora Jeannette Jara; el Jefe de Prensa, señor Claudio Reyes, y el Asesor, señor Francisco Neira. 

Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Diego Perelli.
Por la Superintendencia de Salud: el Superintendente, Dr. Víctor Torres; la Intendenta de Fondos y Seguros Previsionales de Salud (S), señora Sandra Armijo; la Intendenta de Prestadores de Salud, señora Carmen Monsalve; la Jefa de Comunicaciones, señora Ximena Gutiérrez, y la Asesora Legislativa, señora Natalia Castillo.

Por la Superintendencia de Seguridad Social: la Superintendenta, señora Pamela Gana.

Por la Subsecretaría de Redes Asistenciales: el Subsecretario, Dr. Fernando Araos, y la Asesora, señora Javiera Vela. 

Por la Subsecretaría de Salud Pública: el Subsecretario, Dr. Cristóbal Cuadrado, y la Asesora, señora Pía Briceño.

Por FONASA: el Director, señor Camilo Cid.

Por el Colegio Médico de Chile A.G: el Presidente, señor Patricio Meza; el Presidente Regional Valparaíso, señor Ignacio de la Torre, y el Jefe de Gabinete, señor Cristian Fernández 

Por Cajas de Chile: el Presidente, señor Tomás Campero. 

Por el Colegio de Cirujanos Dentistas de Chile: el Presidente Nacional, señor Carlos Marchant. 

Por la Asociación de Isapres de Chile A.G.: el Presidente, señor Gonzalo Simón; la Gerente de Comunicaciones, señora Gabriela Sandoval, y el Abogado, señor Matías Avendaño. 

Por el Colegio de Matronas y Matrones de Chile: la Secretaria Nacional, señora Eileen Estrada, y la Tesorera, señora Ana Cristina López. 

Por el IST: el Gerente General de IST, señor Gustavo González, y la Gerente Comercial, señora Paulina Cuadra. 

Por la ACHS: la Gerente de Asuntos Corporativos, señora Paulina Calfucoy, y el Gerente de División Asuntos Jurídicos y Corporativos, señor Cristóbal Cuadra.

Por la Mutual de Seguridad de la Cámara Chilena de la Construcción: el Gerente General, señor Felipe Bunster; el Gerente Corporativo de Seguridad y Salud en el Trabajo, señor Héctor Jaramillo. 

Por la Federación de Colegios Profesionales de Chile: la Presidenta, señora Anita Román.
Por la Fundación Politopedia: la Directora, señora Victoria Beaumont.

- Otros 

La Investigadora del Centro de Políticas Públicas UC, señora Carolina Goic. 

El Investigador de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Eduardo Goldstein. 

De la Oficina del Senador Juan Luis Castro, señoras Maggy López y Teresita Fabres.

De la Oficina del Senador Javier Macaya, señor Camila González. 

De la Oficina del Senador Iván Flores, señora Carolina Allende. 

De la Oficina del Senador Francisco Chahuán, Dr. Hugo Reyes y señores Cristian Carvajal; Nicolás Cerda y Marcelo Sanhueza. 

De la Oficina del Senador Javier Macaya, señoras Camila González y Teresita Santa Cruz y señor Carlos Oyarzún. 

De la Oficina del Senador Felipe Kast, señor Oscar Morales.

De la Oficina del Senador Gastón Saavedra, señor Luis Batallé. 

Del Comité RN, señor Octavio Tapia.

- - -
ANTECEDENTES DE HECHO

Para el debido estudio de este proyecto de ley, se ha tenido en consideración el mensaje de S.E. el ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique.
La ley N° 20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas, tiene por objeto establecer regulaciones que permitan asegurar el otorgamiento y uso correcto de las licencias médicas, fortaleciendo las facultades de control y fiscalización de los órganos relacionados con el goce de este derecho, así como el establecimiento de sanciones administrativas y penales a quienes realicen conductas abusivas o ilegales relacionadas con dichos documentos.

Precisa el mensaje que la ley N° 20.585 establece facultades para que las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN) puedan, en casos excepcionales y por razones fundadas, citar a los facultativos que emitan licencias médicas y solicitarles la entrega de información médica complementaria.

Por otra parte, para la eficacia de esta facultad, se autoriza a las referidas Comisiones a aplicar multas de hasta 10 U.T.M y, en casos calificados, suspender temporalmente tanto la venta de formularios de licencias médicas, como la facultad del profesional para emitir licencias médicas, hasta que concurra a las citaciones o proporcione los antecedentes solicitados.

Además, se establece la facultad de la Superintendencia de Seguridad Social de aplicar sanciones administrativas en el caso de la emisión de licencias sin fundamento médico, las que pueden consistir en multas a beneficio fiscal y la suspensión de la facultad para otorgar licencias médicas.

Dichas sanciones administrativas serán aplicadas conforme a un procedimiento que resguarda debidamente los derechos del profesional sancionado, quien tendrá derecho a recurrir de reposición ante la Superintendencia de Seguridad Social, en contra de la resolución que aplica la sanción. Asimismo, respecto de la resolución que deniegue la reposición, se consagra el derecho a reclamar ante la Corte de Apelaciones respectiva.

Adicionalmente, la ley N° 20.585 establece que se considerará que el funcionario público que sea sancionado por otorgar licencias médicas injustificadas, ya sea en su práctica profesional pública como privada, ha vulnerado el principio de probidad administrativa dando origen a la responsabilidad funcionaria que corresponda.

Por último, en el mismo cuerpo legal, se establece responsabilidad solidaria del profesional en la devolución de todas las prestaciones pecuniarias que el trabajador hubiere percibido injustamente.

- - -
ASPECTOS CENTRALES DEL DEBATE

El estudio de la iniciativa se enfocó en la necesidad urgente de fortalecer el marco normativo actual otorgando nuevas y mejores facultades de fiscalización a organismos públicos del sistema de seguridad social y, al mismo tiempo, establecer mayores sanciones a aplicar a aquellas personas que son parte o que se han beneficiado de estas prácticas. 
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciar el estudio del proyecto, el Honorable Senador señor Castro González solicitó al Gobierno explicar la reforma de salud que ha anunciado y la forma en la que se relaciona con el subsidio de incapacidad laboral.

Se deben abordar situaciones como el pago desde el cuarto día, en los casos que las licencias sean otorgadas por un período inferior a 11 días, como ocurre actualmente, lo que genera abuso en la emisión.

Otros aspectos a resolver son si tendrá o no deducibles; la oportunidad del pago de las licencias; la forma como se hacen las pericias por las Comisiones Médicas.

Añadió que esos y otros temas estructurales, tales como determinar si la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN) seguirá radicada en las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud o serán trasladadas a otro órgano más autónomo, requieren soluciones. 

El Honorable Senador señor Chahuán recordó que, en el proyecto de la Ley de Presupuesto, sólo se incrementó 3,1% el presupuesto en el pago de licencias médicas, aumento que consideró insuficiente, debido a que gran parte del 7% de Fonasa, se destina al pago de licencias médicas, lo mismo ocurre en el sector privado.

El Honorable Senador señor Flores consideró que el debate que se inicia es complejo, pero necesario. En torno a las licencias médicas circula todo tipo de argumentación y finalmente se traduce en un maltrato al usuario. Nada es peor que tener problemas de salud y tener que lidiar con problemas económicos derivados trámites burocráticos y engorrosos.

Añadió que parte de los derechos laborales es el derecho a enfermarse y ser bien tratado en esa condición hasta su recuperación.

El Honorable Senador señor Chahuán planteó que el proyecto de ley persigue un justo equilibrio: por una parte, que las personas que presentan una licencia médica no tengan que esperar meses para obtener el pago, por otra parte, aumentar la fiscalización y sanción por la emisión de licencias médicas falsas. 

A.- Exposiciones de los invitados y debate suscitado en la Comisión con ocasión de ellas.
La Ministra del Trabajo, señora Jeannette Jara sostuvo que es un proyecto que valora, que contiene elementos de actualización necesarios. 
Consideró necesario revisar buena parte de la institucionalidad en materia de licencias médicas e informó que como Ejecutivo, están trabajando, en coordinación con la Dirección de Presupuestos, en algunas iniciativas que les permitan reducir tiempos de espera.

Señaló que desde su Cartera, observan como un tema común, el proceso de los recursos de apelación, sobre licencias médicas y otros temas relacionados con salud laboral.
Añadió la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, contempla un seguro de financiamiento de los empleadores, que además financia las prestaciones médicas y los subsidios por incapacidad laboral con origen o causa profesional, que se entrega bajo un mecanismo sostenible de reparto para los trabajadores cubiertos.
La Ministra de Salud, señora Ximena Aguilera manifestó que tal como lo señaló la señora Ministra del Trabajo, durante este año la Dirección de Presupuestos convocó a una mesa de trabajo para analizar las causas del aumento del gasto del subsidio por incapacidad laboral, que es un área que les preocupa particularmente, junto con el aumento del tiempo de espera para el pago del subsidio.
Informó que han colaborado en la mesa de trabajo, el Ministerio de Salud, el Fondo Nacional de Salud (FONASA), la Superintendencia de Seguridad Social (SUSESO), el Ministerio de Trabajo y Previsión Social y el Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección de Presupuestos.

El Subsecretario de Salud Pública, señor Cristóbal Cuadrado, quien acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, con el que expuso el diagnóstico común acerca de la evolución del tema de licencias médicas.
Indicó que, al observar las estadísticas oficiales publicadas por la SUSESO, como gasto de subsidio por incapacidad laboral, resulta preocupante ver la evolución de los últimos años, particularmente desde el año 2020 y con mayor fuerza desde el año 2021, que ha experimentado un incremento importante del gasto de casi 40% desde el año 2020-2021. Al agregar las cifras proyectadas del año 2022, sigue siendo un incremento que se mantiene con una presión al alza que pone en riesgo la sustentabilidad financiera del sistema sanitario, tanto del sector público como privado.

 Recalcó que tanto en el sector de Isapres como en FONASA, se observa un incremento importante del gasto en licencias médicas durante los últimos dos años.

Añadió que el gasto por cotizante sube en un 35,2% y el número de días pagados aumenta en un 35,6%. Durante el año 2021, las licencias médicas por Covid-19, representaron cerca del 12% de licencias emitidas, siendo la tercera causa más frecuente en licencias e informó que el primer lugar, lo ocupan las licencias médicas por enfermedades mentales, que es otro aspecto de preocupación en el que están trabajando.
Comentó que las licencias médicas tramitadas, desagregadas por seguro de salud, muestran cifras de incremento cercano al 40%.

Respecto a la proyección del año 2022, se observa que si bien el incremento del número de licencias médicas, entre el 2020-2021 es mayor que la diferencia entre el 2021-2022, aun se aprecia un proceso de expansión que es muy distinto a lo que se veía en el período previo al año 2020, lo que implica que hay factores que siguen afectando a la población, donde hay fenómenos epidemiológicos complejos.
Sostuvo que la cotización necesaria para financiar el subsidio por incapacidad laboral (SIL) ha ido incrementándose, tanto en el sector FONASA como en Isapre, llegando como promedio del sistema a un 3,9% del 7% de la cotización durante el año 2021. Mostró su preocupación dado que más de la mitad de la cotización obligatoria, se utiliza para pagar el SIL.

A continuación, detalló las medidas que desde el Ejecutivo se están adoptando. En primer lugar, relevó la importancia en la estrategia de control de grandes emisores de licencias médicas, que son aquellos médicos que prescriben más de 1.600 licencias médicas durante un año. Hay alrededor de 48.000 profesionales habilitados para emitir licencias médicas, de los cuales, 600 profesionales se consideran como grandes emisores actualmente.
Añadió que el marco normativo tiene que estar focalizado en responder los desafíos para perseguir el uso fraudulento de licencias médicas, que realiza un grupo acotado de médicos.
El porcentaje de todo el gasto que es atribuible al grupo de grandes emisores, ha variado considerablemente. Detalló que el año 2018, el 12% de las licencias médicas eran emitidas por estos grandes emisores que alcanzaba a un número de 300 profesionales. En cambio, para el año 2022, el gasto de licencias médicas está alcanzando el 35%, concentrado en 600 grandes emisores, generando un impacto importante en el sistema.

Destacó que el 98% de los médicos emiten menos de 5 licencias diariamente, lo que se considera una práctica razonable.

Indicó que, al momento de asumir, había 22 personas para fiscalización en la COMPIN a nivel nacional, razón por la cual se ha solicitado un incremento de fiscalizadores, que están incorporados en la propuesta de presupuesto 2023, para avanzar en esta materia.
Durante el año 2022, han desarrollado como gobierno algunas medidas en coordinación con el Consejo de Defensa del Estado, el Ministerio Público y la Fiscalía Nacional, diseñando un plan en el cual se ha capacitado a los distintos organismos para la mejor comprensión del flujo de tramitación de licencias médicas, entrega de manera fluida de parte del COMPIN de información requerida para el ejercicio de las acciones judiciales y el desarrollo de diligencias de investigación.

Informó que, en el año en curso, el Consejo de Defensa del Estado ha presentado 45 querellas de un total de 184 que considera presentar en el corto plazo, noticia que ha sido cubierta por los medios de prensa y sobre lo cual se continuará profundizando.

El plan de fiscalización masiva para el año 2023 busca aumentar dichos procesos utilizando el marco normativo actual, que abordará el universo completo de grandes emisores, además de contemplar el rediseño de procesos masivos de fiscalización, para lo cual los recursos adicionales del presupuesto para el año 2023 serán muy importantes.
En cuanto al proyecto en discusión, consideró que es un buen proyecto, que busca fortalecer facultades de los organismos reguladores y fiscalizadores en la materia. 

Finalmente mencionó algunos puntos adicionales para tener en cuenta y considerar su incorporación en la tramitación de la iniciativa: 
- Necesidad de normar y regular la emisión de licencias médicas, que contengan fundamentos adecuados de la buena práctica clínica, tema que el marco normativo actual, no les permite fiscalizar de manera adecuada.
- Reducir el efecto de la extensión de días, asociado a la regla de los días de carencia. 

- Simplificar el cálculo del subsidio para reducir los tiempos de tramitación.  Explicó que las formas de cálculo de los subsidios, fueron pensados para un sistema antiguo, actualmente hay mejores herramientas de información que permiten simplificar procesos, además de las medidas administrativas en las que están trabajando en conjunto con la SUSESO y DIPRES para avanzar al respecto.
El Honorable Senador señor Castro González consideró un escándalo lo que ha ocurrido con las licencias médicas falsas. Hay médicos licenciosos, pacientes que son simuladores y también empleadores que buscan este mecanismo para pagar.
Solicitó saber qué sucedió con la ley N° 20.585 que se aprobó hace diez años y que buscaba frenar este tipo de conductas. Comprendió que se debe hacer una actualización de la norma, pero por otra parte señaló que las Seremis de Salud, que tienen a su cargo las COMPIN, están debilitadas en su capacidad de fiscalizadores, lo que debería ser un tema fundamental en la discusión presupuestaria en curso.

Por otra parte, consideró perentorio replantear la tramitación y el proceso de pago de licencias médicas que realiza la COMPIN. 

Fue de la idea de sancionar con la pérdida del título a aquellos profesionales que realizan malas prácticas, que se han dedicado a hacer un negocio enlodando a todo un gremio con su actuar. Por otra parte, se rechazan las licencias médicas de miles de personas o se les disminuyen los días de reposo, producto del estado de sospecha permanente que han generado unos pocos médicos.

El Honorable Senador señor Chahuán manifestó una preocupación adicional, porque hay médicos extranjeros que emiten licencias médicas, desde sus países, a personas que se encuentran en el territorio chileno. Lo cual es complejo porque la persecución penal es inviable.
El Honorable Senador señor Macaya consideró relevante contemplar el castigo a los pacientes que hacen mal uso de las licencias médicas. 
Por otra parte, aquellos pacientes que utilizan de buena manera las licencias médicas, deben sufrir la burocracia y el dolor que muchas veces significa la demora en el pago de licencias médicas. 

Estimó que aquellos que mal utilizan las licencias, debieran tener sanciones similares a los delitos de fraude, estafa y robo. Consideró oportuno aplicar el castigo más severo, incluso la pérdida del título profesional y cárcel, para aquellas personas que hacen mal uso de este derecho.

Llamó su atención observar en la presentación del señor Subsecretario de Salud Pública, que 4,4 puntos del 7% de FONASA, se destina al pago licencias médicas. Consultó si ese gasto de FONASA incluye el gasto de licencias médicas de los trabajadores del sector público, requirió saber si está realizado el calce del traspaso, que con posterioridad se debe hacer en la recuperación de la licencia médica o está sub reportado, porque tienen la impresión que el gasto puede ser incluso mayor.
La Superintendenta de Seguridad Social (SUSESO), señora Pamela Gana comentó que tal como se ha manifestado, por parte del Ejecutivo existe apoyo a este proyecto de ley, porque tiene como objeto asegurar el correcto otorgamiento y uso de las licencias médicas. 
Añadió que desde el punto de vista de la seguridad social, el tema de las licencias médicas es relevante dentro de la protección a los trabajadores, en el contexto del sistema de seguridad social, por lo tanto, el correcto uso de las prestaciones es fundamental desde el punto de vista de la sustentabilidad del sistema, tanto financiera como social, desde la óptica de credibilidad del sistema, de manera que las personas que realmente están enfermas, puedan hacer uso de su derecho y no paguen justos por pecadores como lo manifestó el Senador Macaya.
En ese contexto este proyecto avanza en lo manifestado precedentemente. Destacó principalmente el aumento de facultades tanto de la COMPIN como de la Superintendencia de Seguridad Social para requerir antecedentes en las distintas instancias y efectuar el proceso sancionatorio que corresponda, así como también se aprecian importantes aumentos en las sanciones económicas y la suspensión de la posibilidad de emitir licencias médicas, por parte de los profesionales sancionados.

Otorga mayor protección de sustentabilidad, a mediano plazo, a este importante instrumento de la seguridad social y además establece aspectos relevantes en la parte operativa, como por ejemplo, que la Tesorería General de la República pueda hacer cobros a través del proceso de pago de impuestos, a aquellos médicos sancionados, cuando no se ha logrado recuperar el cobro de la sanción, a su vez, se deberán mantener los registros adecuados para una certera ubicación de los médicos.

Por otra parte, explicó, que se incorpora un registro público de sanciones, que implica también una sanción social, que da a conocer a los médicos sancionados, por lo cual, se da una advertencia de que la emisión de licencias otorgadas por esos médicos, podrían ser rechazadas.

A continuación, complementó lo señalado por el Subsecretario de Salud Pública, respecto al trabajo que están desarrollando en la implementación de medidas administrativas. Informó que el objetivo es realizar control de la emisión de licencias médicas, que tiene su correlato con temas financieros.

Comentó que el informe anual de la SUSESO, mencionado por el Subsecretario señor Cuadrado, contiene información relevante respecto al tema.
El Director de FONASA, señor Camilo Cid consideró que el proyecto de ley está bien orientado, responde a las reflexiones que han realizado acerca de la necesidad de contar con mayor control y atribuciones.
Sin embrago, señaló que no se debe olvidar que se trata de una política que responde a la enfermedad, que pretende cubrir los riesgos de salud en su parte pecuniaria, para que las personas puedan superar la enfermedad sin el riesgo de perder sus ingresos. Esa es la esencia del subsidio. 

Añadió que la presentación realizada por el Subsecretario de Salud Pública, consta de cuatro preocupaciones centrales.

Una de ellas es otorgar el subsidio cuando corresponde realmente, porque ante el fraude y abuso de algunos, se producen situaciones en que se castigan a otros que no lo merecen y resulta fundamental hacer la distinción.

En segundo lugar, se debe perseguir el fraude y mal uso de licencias médicas, con las responsabilidades que implica, por lo cual, son importantes las medidas de control que se tomen para el mejor uso de recursos.

En tercer lugar, relevó la importancia de robustecer las capacidades institucionales. Si bien este proyecto de ley contempla atribuciones, estimó que aún se pueden complementar para que sean más eficaces.

Por último, mencionó las propuestas de reformas que se han analizado, por ejemplo: revisar la combinación de carencia de 3 días y el umbral de 10 días, que actúan como incentivos perversos, generando mayor uso de licencias y mayor costo; observar aspectos sanitarios, las formas en que se regula o se emiten las licencias médicas de acuerdo a los diferentes diagnósticos; realizar cierta protocolización o estandarización, podría ser efectivo.

A continuación, se refirió al tema presupuestario que fue mencionado y confirmó que dentro del presupuesto del año 2023 está considerado un aumento en la COMPIN, que concentra $88.000.000.000. En las cajas de compensación, está considerado el guarismo de 3,1%, que es la forma en la que se asigna el presupuesto, porque esos recursos son transferidos directamente a las cajas para pagar los presupuestos de las personas, cuyas empresas están afiliadas además a cajas de compensación.
Aclaró que si bien el promedio del año 2022, en términos del guarismo para las personas de las cajas de compensación, es cercano al 3,5% del 7%, tiene variaciones mensuales. Comentó tener confianza en que el próximo año se cubran los pagos mensuales con el 3,1%, generando una estabilización de la curva de uso de licencias.
La Intendenta de Fondos y Seguros Previsionales de Salud (S), de la Superintendencia de Salud, señora Sandra Armijo indicó que le parece correcta la incorporación en el proyecto del aumento de las facultades para enfrentar de mejor manera este problema, que también afecta al sector privado.
Estimó que las facultades están claramente delimitadas en la Superintendencia de Seguridad Social y desde el punto de vista de las Isapres, tienen facultades relacionadas con la tramitación propiamente tal, pero no con aspectos de fondo, que son los que se entregan a la otra institucionalidad.

La asesora legislativa de la Superintendencia de Salud, señora Natalia Castillo agregó que en la propuesta del proyecto de ley no se otorgan nuevas facultades ni tampoco se modifican aquellas facultades que ya tiene la institución.

El Director del Departamento de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), señor Javier Errázuriz ratificó lo expresado por la Ministra de Salud y por el Subsecretario de Salud Pública, sobre la importancia del proyecto de ley y compartió el sentido de urgencia, tanto en la coordinación administrativa con otras instituciones del sector, como en la tramitación de las modificaciones normativas.

El Presidente de las Cajas de Chile A.G, señor Tomás Campero, acompañó su exposición con un documento en formato PowerPoint. En su presentación enfatizó que la licencia médica constituye un derecho social y se debe resguardar su buen uso y evitar que se continúe degradando. 

Agregó que el dinero que se ahorra al disminuir el gasto en el pago de licencias médicas falsas, contribuirá a otorgar más y mejor salud pública.

Recordó el rol de las cajas de compensación, se trata de entidades de seguridad social, privadas, sin fines de lucro, que se autofinancian y cuentan con 70 años de existencia formal en Chile.

Informó que tienen 7.000.000 trabajadores y pensionados afiliados que alcanzan aproximadamente 10.000.000 de beneficiarios, junto a sus familias. 

Añadió que colaboran con el Estado en múltiples actividades, principalmente en la emisión, procesamiento y pago de las licencias médicas y en lo relacionado a asignaciones familiares. Además, realizan una labor muy extendida con las empresas, con todos los trabajadores, entregando una serie de beneficios sociales en salud, educación, recreación y financiamiento social.

En especial, se transforman en un colaborador del Estado y desde hace muchos años han participado en la recepción de licencias médicas. Actualmente, el 95% de las licencias son electrónicas, pero continúan recibiendo más de 100.000 licencias médicas anuales, que aún se emiten en papel.

Colaboran en el cálculo del subsidio, recabando la información de las empresas para calcular la remuneración equivalente y pagar, esa es la labor que realizan. Aclaró que no se pronuncian sobre las licencias médicas, que es función de la COMPIN. No emiten licencias, porque no son médicos ni operadores que colaboran en aquello, así como tampoco son autoridad pública, para regular, supervisar y revisar los reclamos de licencias médicas.
Tienen un rol relevante respecto a los afiliados a FONASA, sólo procesan las licencias médicas de FONASA, que corresponde al 54% del gasto total y considerando únicamente a FONASA, pagan el 85% de las licencias médicas. 

Complementariamente, dado que conocen las enfermedades de los afiliados, colaboran con una serie de beneficios en salud.

Indicó que encargaron un diagnóstico, en el que se analizó el sistema, el gasto de licencias médicas y las mejores prácticas internacionales. El diagnóstico contiene una serie de recomendaciones de fortalecimiento, muchas alineadas con el proyecto de ley en estudio, pero otras diferentes, que sería interesante que se consideren en esta iniciativa o en una posterior.

En seguida, dio a conocer algunos datos del diagnóstico. En primer lugar, confirmó lo reportado por el Ministerio de Salud, sobre el incremento exponencial del número y gasto de licencias médicas. Significa que en los últimos cuatro años ha crecido un 73%, lo que no se explica por el aumento de número de trabajadores ni de remuneraciones.
Por su parte, el gasto en subsidio, en los últimos cuatro años ha aumentado en 162%, sin explicación sobre el incremento, que está creciendo por sobre nuevas enfermedades, incluida la pandemia de Covid-19.
Añadió que otro dato interesante que arrojó el diagnóstico es que hay ciertas concentraciones que se deben observar: un 5% de los médicos emisores de licencias, alrededor de 2.000, están explicando el 40% del gasto, de los cuales el 0,66%, cerca de 300 médicos, explican el 20% del gasto en licencias médicas.
Por otra parte, llamó a observar lo que sucede con los requirentes, informó que el 95% de las personas cuentan con licencias regulares, pero el 5% de los trabajadores, alrededor de 100.000, solicitan licencias médicas que representan un 30% del gasto, algunos de ellos muy justificados, que padecen enfermedades largas y complejas.
Otra tendencia relevante es lo que se ha denominado pandemia de trastornos mentales, que se acrecentó producto de la pandemia y alcanza cerca del 40% del gasto. Añadió que se debe poner atención a este tema, que no necesariamente se va a solucionar con las medidas antifraude.

Continuando con el diagnóstico hizo referencia a la elevada dispersión en los días de licencia médica otorgados para un mismo diagnóstico.
Precisó que también se debe poner atención al sector de los trabajadores y empleadores. Las licencias, así como se concentran en pocos médicos y en ciertos trabajadores, también se concentran en determinados tipos de empresas y sectores económicos. El sector servicios (comercio, financiero, hospitales, escuelas, sector público en general), presenta un aumento significativo en el número de licencias médicas. 

Lo mismo ocurre con el tamaño de las empresas, el mayor promedio lo tienen las grandes empresas. 

A continuación, compartió algunas observaciones relativas al proyecto de ley. En primer lugar, consideró la iniciativa como un buen aporte. Sin embargo, comentó que no necesariamente este proyecto de ley apunta a las causas y requiere mayores reformas, tanto administrativas, como de otras leyes que lo complementen.
En segundo lugar, propuso algunas mejoras administrativas. Una de ellas dice relación con la tecnología de licencias médicas electrónicas, que abrieron una gran cantidad de posibilidades que no se están utilizando.
Explicó que actualmente se podría aprovechar la tecnología para fijar un mayor estándar al extender una licencia médica, con la minería de datos, que permita identificar aquellas licencias que siguen teniendo un patrón, distinguiendo las emitidas de manera normal de aquellas anormales, como sería la emisión de licencias médicas por un facultativo, con un minuto de diferencia, porque se entiende que debe existir una consulta previa.

A partir de lo anterior, se pueden generar alertas para los médicos y también para los pacientes, para que tengan claro en qué etapa de tramitación está su licencia o cuándo se paga, entre otros datos.

Por otro lado, observando los sistemas internacionales, como los europeos, rescató la participación e incentivos para los trabajadores. Se premia la prevención, no todas las enfermedades significan ausentismo laboral, se dan alternativas, se premia el retorno laboral, entre otros incentivos por el comportamiento correcto y buen uso de esta prestación social.

Otra tendencia internacional es la mayor participación e incentivo a los empleadores, pudiendo ser flexibles con las reubicaciones de los trabajadores y entrega de mayores herramientas para propiciar el retorno al trabajo.
A continuación, mencionó las siguientes recomendaciones: mejorar y fortalecer la gobernanza del sistema, en el sistema público se encuentran distintos actores que se interrelacionan y los límites, en ocasiones, son difusos entre las entidades rectoras, como las facultades de la SUSESO y el rol que cumple la COMPIN. 

Sostuvo que sería adecuado separar el subsidio de incapacidad laboral del seguro de salud; hay sectores económicos y trabajadores que cotizan el 7%, sin embargo, el 6% de ello se utiliza para pagar licencias médicas de trabajadores de otros sectores, existen muchos subsidios cruzados que es necesario analizar.

Finalmente se deben solucionar los problemas de financiamiento. En los últimos años ha habido déficit derivados del gasto exponencial experimentado. La cotización destinada al subsidio de incapacidad laboral es insuficiente y el Fondo no ha alcanzado para pagar las licencias de los trabajadores.
A continuación, el Colegio Médico de Chile A.G. envió una declaración, del siguiente tenor:

“El H. Consejo Nacional del Colegio Médico de Chile (A.G.) condena el uso fraudulento de licencias médicas, que genera un grave perjuicio al sistema de salud en general, no solamente económico, sino también a las y los pacientes que requieren hacer reposo y recibir el subsidio correspondiente, y a las y los médicos que hacen uso correcto de este instrumento.

Hacemos un llamado a la autoridad a crear nuevos mecanismos que permitan perseguir y sancionar estas conductas de manera efectiva, puesto que la ley Nº 20.585, sobre otorgamiento y uso de Licencias Médicas, ha demostrado ser insuficiente para detener esta mala práctica, que mancilla el honor de la profesión médica.

Igualmente, consideramos que es necesario restituir el control ético efectivo de pares en el ejercicio de la Medicina, único instrumento adecuado para perseguir y sancionar estas faltas y velar por el prestigio de la profesión.

Del mismo modo, llamamos a que no se perjudique ni se persiga de manera injusta a quienes hacen uso correcto de este instrumento, que son la mayoría de las y los médicos del país.”.

El Presidente del Colegio Médico (Colmed) de la Región de Valparaíso, señor Ignacio de la Torre indicó que se trata de un tema muy sensible para la institución que representa y aclaró que no avalan prácticas fraudulentas. Mostró preocupación por los anuncios que figuran en redes sociales de médicos que no son asociados, ofreciendo servicios en línea de licencias médicas, muchas de las cuales no están vinculadas a una atención de salud.
Consideró que la legislación actual debe tener fuerza para ejercer las acciones necesarias que permitan terminar con el fraude de un seguro de salud. Añadió que las acciones fraudulentas perjudican a todos los habitantes del país, disminuyendo los recursos destinados a la atención de salud de las personas.

Planteó que esta discusión abre la oportunidad para avanzar en otros temas, como los días de carencia. No hay justificación para que una persona que se enferma y está tres días fuera del trabajo, tenga una remuneración menor o que no sea cubierta por ningún sistema de seguro social.
 Lo único que ha generado esa disposición, es alargar períodos de reposo para superar el plazo de 3 días o desincentivar a que personas, por ejemplo, con enfermedades con cuadros virales, realicen el aislamiento que corresponda y sigan trabajando con los consiguientes resultados.
Otro tema a revisar es quien debe ser el actor principal en definir las estrategias para el control de la licencia. ¿Debe ser el contralor de una Isapre, que por estrategia rechaza determinadas licencias o las reduce automáticamente mediante un sistema de control de gestión o debe haber un sistema organizado de pares, que al enfrentarse a una situación individual de pacientes que reclaman, pueden tomar una determinación?
Estimó que la estructura actual debe ser modernizada tanto en la capacidad de sancionar el uso fraudulento, como en la mejora del sistema, cuando se trata de descanso injustificado. Los profesionales de la salud pueden ponerse de acuerdo en el período de reposo, pero no se debe olvidar que el paciente puede tener condicionantes que hagan que su diagnóstico, amerite un reposo más prolongado.
Por otra parte, comentó que no se ha hecho mucho para incentivar la reinserción laboral y la rehabilitación de las personas, el enfoque se ha puesto en el período de reposo.

El Presidente Nacional del Colegio de Cirujanos Dentistas de Chile A.G., señor Carlos Marchant manifestó que, en el tema en discusión, la profesión de cirujano dentista no tiene problemas particulares de sobre emisión de licencias médicas. 

Agregó que en el caso del gremio al que representa, la emisión es bastante específica y se otorga licencia médica para casos muy particulares.

 Sin perjuicio de lo señalado, observó en este proyecto de ley una oportunidad para modernizar algunos temas de la ley vigente, en particular, el análisis de las contralorías. Consideró que es necesario realizar este proceso, en el área odontológica, por una contraloría integrada por odontólogos, dado que las patologías o el desarrollo en el área difiere del ámbito médico en algunos detalles técnicos.

Agregó que se trata de licencias que están enfocadas al mencionado período de carencia, la mayor parte de los casos de licencias odontológicas, oscilan entre 4 a 7 días.
Mientras este detalle no se solucione, complica la evidente falta de motivos médicos que se busca modificar en este proyecto de ley, dado que existe un problema en el proceso respecto a la forma de evaluar la falta de motivos. 
Desde esa perspectiva, observó que el artículo segundo del proyecto, se refiere a la generación de medidas de carácter cautelar, que se dan previo a un proceso judicial, lo cual resulta complejo. 
Por otra parte, destacó la necesidad de que en este proyecto de ley se incorporen medidas para incentivar las buenas prácticas. Recalcó que el problema que se ha generado se concentra en un grupo muy específico y acotado de profesionales.

La Secretaria Nacional del Colegio de Matronas y Matrones de Chile, señora Eileen Estrada, quien acompañó su exposición con un documento en formato PowerPoint, señaló que el sector público está altamente perjudicado por las cifras de ausentismo observadas durante los dos últimos años, principalmente por motivos de salud mental, lo que ha implicado la contratación excesiva de reemplazantes.

El otorgamiento de licencia médica es un acto administrativo por definición, pero tiene la contraparte de ser el derecho que tienen los trabajadores para ausentarse en un proceso de recuperación de salud.
Hizo algunos comentarios del proyecto en estudio, de acuerdo a los objetivos, sanciones y multas que se proponen. En tal sentido, manifestó su inquietud por la disminución en emisión de licencias que el proyecto podría generar, por temor a que sean objetadas y con ello se podría perjudicar a los trabajadores que realmente deben ausentarse por incapacidad laboral.
Respecto a la fiscalización de emisión de licencias médicas, consideró que no es complejo debido al cambio que se ha producido con las plataformas digitales, que aun cuando no se están utilizando en toda su capacidad, existe la opción de hacer un seguimiento más exhaustivo. Actualmente el sistema no se encuentra articulado con otros sistemas, por lo tanto, no se puede conocer quien otorgó una licencia anteriormente.

Indicó que se debe reforzar el cumplimiento de la ley N° 20.584 de derechos y deberes de los pacientes y estimó que se debe considerar que la posibilidad de tener acceso a los datos de una mayor cantidad de personas, tiene como límite, el resguardo de los datos sensibles de los usuarios.

El Colegio al cual representa se siente interpretado con todas las acciones que impliquen sancionar la falta de probidad, ética y corrupción, todo en concordancia con los lineamientos de la Federación de Colegios Profesionales de Chile.

Reiteró que se debe proteger a los trabajadores que necesitan realmente este derecho.
Por otra parte, señaló que la situación de la matronería no está tan expuesta, porque las matronas otorgan licencias relacionadas con patologías del embarazo y son muy limitadas, hasta por 7 días, a su vez, otorgan pre y post natal. 

Precisó que el fondo del problema es el número exponencial de emisión de licencias médicas, que se ve mayoritariamente en el sector público. 

Manifestó que hay graves problemas asociados a salud laboral, si bien existen muchas leyes que regulan la salud laboral, éstas no se aplican en el aparato estatal.

Es importante estar en un medio de trabajo adecuado, con condiciones de trabajo justas, donde los trabajadores puedan desarrollar una actividad con dignidad y donde sea posible su participación.

La primera causa de licencias y deserción del puesto de trabajo es por clima laboral o salud laboral, es ahí donde se debe centrar la atención.
Por último, señaló que se requiere la tuición ética de los profesionales como ente regulador de las diversas profesiones, lo que se ha solicitado insistentemente por los colegios profesionales, para sancionar entre ellos, a los pares que incurren en acciones contrarias a la ética. 
A continuación, el Gerente General del Instituto de Seguridad del Trabajo (IST), señor Gustavo González indicó que la asociación está consciente de la problemática nacional e instó para encontrar una adecuada solución para el bien de toda la sociedad.
El Gerente Corporativo de Seguridad y Salud en el Trabajo de la Mutual de Seguridad de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Héctor Jaramillo, quien acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, explicó el funcionamiento del sistema de salud laboral, que presenta algunas diferencias relacionadas con el diseño institucional. Se trata de un sistema universal y solidario, sin copagos para el trabajador, con un 100% de cobertura en los procesos de atención de salud, además, el sistema no tiene carencias.

Los trabajadores dependientes e independientes en Chile, generalmente, tienen dos sistemas de salud: el común y el sistema de salud laboral, ambos son complementarios, pero excluyentes. 

El sistema de salud laboral, cubre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales de trayecto, lo que genera una figura especial, que por cada denuncia de accidente o de enfermedad, constituye un caso y en ese caso se vinculan todas las ordenes de reposo. 

En cambio, en el sistema de salud común, se cubre todo lo que no es del ámbito laboral.

La administración que se hace del seguro laboral es integral, son aseguradores y prestadores. Como no tienen fines de lucro pueden realizar la administración con los incentivos adecuados y no tienen copagos ni carencias, por lo tanto, cuando se estudia cada caso, cuentan con un proceso riguroso de calificación, tanto para los accidentes como para las enfermedades y estos procesos están regulados por el fiscalizador.
Específicamente en problemas musculo esqueléticos y salud mental, que han aumentado el último tiempo, hubo un incremento de las denuncias en general de enfermedades profesionales de 20%, pero cada caso entra en un proceso que incluye el estudio de la denuncia de alrededor de 7 a 8 profesionales por cada caso. Con eso se establece si el caso es laboral o no, si tienen causalidad en el trabajo. Cuando es laboral, dan la cobertura, en caso contrario, se debe rechazar el caso al sistema de salud común, como lo establece el artículo 77 bis de la ley.
Por lo cual, la interconexión con el sistema de salud común se da cuando un caso no se considera laboral después del estudio y se deriva al sistema de salud común, o viceversa.

En los dos sistemas, las ordenes de reposo se manejan con criterios diferentes. El sistema de salud laboral cuenta con protocolos para cada caso que atienden y realizan el análisis de la duración de los reposos que permite establecer estándares de duración, por lo tanto, cuentan con una referencia de cuanto debe durar el reposo de cada patología.
Junto con lo anterior, tienen un esquema de supervisión que se encarga de capacitar a los médicos en el funcionamiento del sistema. 

A su vez, cada uno de los casos es enviado al fiscalizador, en paralelo. Por cada denuncia que reciben, envían una copia a la SUSESO, y cada indicación que realizan del paciente se envía de manera electrónica al fiscalizador, por tanto, conoce la ruta que tiene cada uno de los casos dentro del sistema.

Con ese esquema se hace una gestión de cada caso, que se construyen con información de estándares extranjeros existentes, pero también, con el comportamiento de los propios profesionales que en el agregado de casos atendidos en los distintos años, ha permitido construir un comportamiento de las indicaciones que hacen en el país.

Estimó que es fundamental contar con este esquema de gestión de los casos, desde su calificación y durante la atención clínica, así como la duración del tratamiento, porque para los empleadores, la prima está indexada a la siniestralidad de los días perdidos y, por lo tanto, el sistema tiene incentivos en buscar eficiencia en la asignación de los casos que corresponden a laborales y en la duración de los tratamientos.
Cada caso tiene un curso, cada orden de reposo se asigna a un caso, que permite ver la duración total, cada caso se reporta a la autoridad y frente a cada caso existen estándares de tratamiento que incluye la duración de los reposos y un equipo que supervisa y capacita a los médicos en caso que existan diferencias. 

Precisó que también existen instancias de control que permiten revisión, por ejemplo, frente a situaciones de prolongación del reposo, se analiza la razón de la prolongación y se asigna más reposo de ser necesario, porque el objetivo es la recuperación integral de las personas para volver al trabajo.
El enfoque general del proceso es que a aquellos casos que son calificados como laborales, se les haga un seguimiento y se evalúe el cumplimiento de los estándares. Los recursos de tratamiento médico, están a disposición de ese proceso, por lo tanto, se alinean los recursos para que las personas obtengan su tratamiento, el reposo necesario en el tiempo óptimo y puedan volver a su trabajo.

La Gerenta de Planificación y Estudios del Instituto de Seguridad del Trabajo, señora Paulina Cuadra complementó lo explicado precedentemente e indicó que el sistema de salud laboral protege a todos los trabajadores.

Añadió que el sistema lo integra el asegurador y el prestador. Están alineados con los incentivos y también afecta a las empresas. Comentó que además de aplicar los protocolos de tratamiento y buscar la recuperación efectiva del trabajador en el menor tiempo posible, se trabaja en conjunto con el empleador sobre los riesgos que existen en la empresa.

Explicó que cuando un trabajador se accidenta o se enferma, asesoran a la empresa para minimizar los riesgos. 

Aclaró que en el sistema de salud laboral las licencias médicas no están consideradas, más bien se habla de reposo laboral, que es un sistema distinto que funciona de manera similar, pero no es un prestador externo el que entrega la licencia o reposo.

Aquellos procedimientos que son conocidos por el sistema de salud común y se considera que corresponde a un caso de origen laboral, se genera una licencia médica por un prestador externo, es decir, un médico que no está dentro del sistema de las mutualidades, a través del artículo 77 bis. 
En esa hipótesis, deben analizar el caso con los protocolos que ellos tienen, se analiza si es laboral o común. Si se determina que es laboral, asumen lo que corresponda, el tratamiento, el reposo y la recuperación; pero si el caso es común, deben apelar frente a la SUSESO, enviando la documentación y ficha clínica, entre otros antecedentes. 

Finalmente es la SUSESO la que toma la decisión, según los protocolos establecidos. Indicó que aproximadamente un 70% de los casos enviados a la SUSESO por las mutualidades, son calificados como casos de salud común.

Para las mutualidades implica el pago de las licencias mientras se ratifica la cobertura y la recuperación de esos dineros es sumamente difícil de realizar.

El Gerente de División de Asuntos Jurídicos y Corporativos de la Asociación Chilena de Seguridad (ACHS), señor Cristóbal Cuadra reiteró que el sistema de salud laboral, a diferencia del sistema de salud común, no tiene copagos ni carencias.

La carencia genera incentivos inadecuados para que se extienda la licencia por más tiempo del necesario y recalcó que este sistema, al estar integrado, tiene el efecto virtuoso de que siempre se busca dar el reposo correcto.

En las mutualidades, al ingresar un caso al sistema, el reposo ya está protocolizado, es decir un esguince grado 2, se trata de la misma manera en una persona de cierta edad con 4 morbilidades y tiene asignado un número de días de reposo, lo que no impide que el médico otorgue más o menos días que el protocolo parametrizado, pero en tal caso, debe justificarlo. Lo anterior, retroalimenta el sistema y va evolucionando en el tiempo.

Otro tema que opera muy bien, es que como están integrados y son el prestador médico y el asegurador, no les conviene dar menos días de reposo porque eso significaría un alta prematura, que implicaría un reingreso del paciente en los servicios, siendo más costoso.
Finalmente señaló que muchas de las personas que tienen licencia en el país, sobre todo en el sector de salud pública, están en listas de espera quirúrgicas o en listas de espera de consultas de especialidades.

Indicó que, en algunos casos, 3 o 4 meses de licencia de una persona que está en el sistema de salud pública, financia su intervención quirúrgica, en tal sentido, estimó que el Parlamento debiera tomar un rol preponderante en materia de ley de presupuestos para resolver el problema de listas de espera.

El Presidente de la Asociación de Isapres de Chile A.G., señor Gonzalo Simón, quien acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, observó que cada una de las entidades que han expuesto precedentemente, plantearon que se está suscitando una anomalía importante en la emisión de licencias médicas y manifestó adherir a la preocupación.

Señaló comprender que existe la necesidad de realizar modificaciones en el sistema de salud general. 

Planteó que actualmente el gasto de licencias médicas supera el 1% del PIB. La normativa lleva muchos años de vigencia y ha llegado el momento de hacer una gran modificación, dado que el sistema actual es muy complejo, tanto del punto de vista del beneficio, como del punto de vista del funcionamiento de los procesos y la gobernanza. 

Sin embargo, estimó que el proyecto de ley no es el camino a través del cual debería realizarse la modificación, sino más bien, por una vía paralela. Actualmente el sistema está pasando por una situación de urgencia, en la cual la iniciativa legal en estudio da la oportunidad de subsanar el problema.

Estimó que es necesario concentrarse exclusivamente en resolver el problema puntual y no pensar en una gran reforma.

Manifestó que el problema actual amerita una rápida acción para terminar con la venta de licencias médicas, que se ofrecen incluso por Google.
Señaló que es un grupo de personas que utilizan el sistema de salud para hacer un negocio particular. No es un problema de los médicos, el 99% de ellos, funcionan normalmente y cuentan con protocolos.

Precisó que el gasto real del sistema de Isapres entre el año 2019 y 2022, fue de 35%; el gasto por cotizante ha sido de un 40%, lo que se debe a la mayor emisión de licencias médicas, que aumentó un 27% entre el año 2020 y 2021.

El objetivo es intentar caracterizar el pequeño grupo de personas que realizan este fraude, de tal manera de actuar en relación con ello y no con el resto de los profesionales que trabajan en el sector salud, para no interferir en el normal funcionamiento del sistema.

Comentó que se analizó el funcionamiento de dos grupos de médicos, uno de los cuales está constituido por 350 médicos generales, investigados, cuyo actuar reúne las siguientes características: no hay consulta médica previa a la emisión de la licencia médica, se da una emisión de licencia médica estándar del número de días, crecimiento en la emisión de licencias médicas de manera elevada, en comparación a sus pares.

Añadió que la ley N° 20.585 sobre otorgamiento y uso de licencias médicas, faculta a las autoridades a sancionar con multa el funcionamiento anómalo de la emisión, a suspender la facultad para emitir licencias médicas e incluso a perseguir a los infractores desde el punto de vista penal.

Comentó que la solución no consiste solamente en aumentar las penas, es necesario que las entidades apliquen las facultades que tienen.

Indicó que, al analizar la situación, observaron que escasamente se aplican sanciones, el número de altos emisores ha ido creciendo y, por tanto, las acciones tomadas por las autoridades no están teniendo la eficacia esperada.

El año 2020 se cursaron 120 multas a profesionales que se identificaron como personas con problemas en emisión de licencias médicas, el valor promedio de cada multa era de $668.000, a su vez, a 17 personas se les suspendió la posibilidad de emitir licencias médicas.

Destacó que, de las 120 multas cursadas, 113 no habían sido pagadas al 31 de diciembre del año 2021. En la práctica, la eficacia de la multa no tuvo resultados.

Por una parte, las multas son bajas en comparación con la cantidad de dinero que se recauda por la venta de licencias médicas y, además, no hay mecanismos eficaces para lograr el cobro de las mismas.

Añadió que el artículo 202 del Código Penal, considera fraude la emisión incorrecta de licencias médicas y asigna una pena que va entre 61 días y 3 años y 1 día.

Analizaron en cuantas ocasiones se ha utilizado esta facultad por parte de la SUSESO en los últimos años y no se ha efectuado denuncias de carácter penal por ese organismo. 

Propuso que se deben considerar cambios urgentes, claros y concretos:

1.- Inscripción obligatoria en la Superintendencia de Salud de los profesionales de la salud con facultad de emitir licencias médicas. La utilidad práctica es indicar el domicilio y correo electrónico.

2.- En casos calificados en que una persona se exceda en la emisión de licencias médicas sin una justificación clara, considerar la posibilidad de que la SUSESO tenga la obligación de fiscalizar, sin que sea facultativo su accionar.

3.- Fijar plazos dentro de los cuales la SUSESO debe actuar, para agilizar la acción.

Por otra parte, la emisión de la licencia médica, que es un instrumento terapéutico, debe estar dentro de un proceso de atención de salud, por lo tanto, debe estar acompañada por una consulta médica. Lo lógico sería que la licencia médica indique la fecha de realización de la consulta médica y el lugar de la consulta, para llevar un control. 

4.- En la circunstancia que el profesional no concurra a la fiscalización que se ha levantado por la SUSESO, debe procederse de inmediato a la aplicación de la sanción.

En caso de reiteración, se deben realizar acciones más contundentes, incluidas las suspensiones, o invocar el artículo 202 del Código Penal.

Si se observa desde la perspectiva del fraude tributario, lo más probable es que no sea relevante el monto, pero consideró que igualmente el Servicio de Impuestos Internos debería participar en la investigación de este tipo de fraudes, que tiene que ver con el mal uso de fondos públicos.

Planteó algunos aspectos que el proyecto no aborda como, por ejemplo, la existencia del camino para que la tramitación pueda ser totalmente electrónica, que la SUSESO y la COMPIN puedan comunicarse directamente y que el profesional que está siendo consultado pueda contestar directamente a través de ese mismo medio.

Observó que el proyecto de ley no incluye que en la prueba de EUNACOM se deba evaluar conocimientos sobre la emisión correcta de licencias médicas, que sería un mecanismo para que los médicos nacionales y extranjeros conozcan la legislación chilena en la materia.

La Directora Ejecutiva de la Fundación Politopedia, señora Verónica Beaumont quien acompañó su exposición con un documento en formato PowerPoint, explicó que además participa en representación del movimiento salud libre, que es un movimiento ciudadano de beneficiarios del sistema Isapres y FONASA, que promueven un sistema de salud con coberturas y garantías explícitas. 
Añadió que el tema de licencias médicas atañe profundamente a los cotizantes, porque restringe los recursos para las prestaciones de salud, por tanto, es urgente conversar este punto.

El segundo tema es que se da una percepción ciudadana negativa sobre el control de la licencia médica y la relación con los aseguradores, por lo tanto, toda estrategia de política pública que esté destinada a transparentar el fraude y otorgar una solución real, es beneficiosa.

A continuación, presentó el informe anual de la fundación, que revisa la evolución del gasto en licencias médicas en el tiempo. Indicó que el gasto en licencias médicas ha crecido un 104% desde el año 2016 hasta el 2022, mientras que la cotización legal lo hace con 22%. 

Esta diferencia se traduce en que el porcentaje de cotización legal que actualmente se destina a licencias médicas, pasó de ser 28% en el año 2016, a un 48%, lo que no es menor porque el gasto en salud sigue incrementándose y se requiere una solución que permita eficiencia en el manejo de recursos.

El porcentaje de la utilización legal destinado a licencia médica, ha crecido desde el 2016 al 2022 más del doble y es interesante observar el salto que se ha presentado el año 2021.

Si bien la licencia por casos de Covid-19, que ingresa fuertemente en el año 2020, pasando de un 31,6% el porcentaje de cotización obligatoria a un 38,9%, en forma sorpresiva ese gasto se incrementa en el año 2021, se inicia un aumento que no necesariamente se condice con el Covid-19. Indicó que realizaron un seguimiento del segundo semestre del año 2021, entendiendo que se podía generar una disminución de la licencia médica, sin embargo, se percataron que el porcentaje de licencias emitidas se ha mantenido y, por tanto, el Covid-19 no es la razón por la cual se generó el crecimiento exponencial.

Señaló que, en el año 2020, la tercera causa de licencia médica fue el Covid-19, representando un 7,8% y el año 2021, se encuentra en el noveno lugar, representando un 4% del total de licencias médicas. Lo anterior refleja que el aumento de las licencias médicas, registrado los últimos años, no tiene relación con la pandemia del Covid-19.

Manifestó que el tema de enfermedades mentales se debe revisar, porque no puede quedar de lado el peso de la licencia médica en trastorno mental.

Mientras el número de licencias médicas por diagnóstico de salud mental tramitada aumenta en 136%, el ingreso anual de pacientes a GES mental se mantiene relativamente estable porque pasa de 90.000 pacientes anuales el año 2015 a 96.000 el año 2021. El alza de licencias médicas por salud mental, no necesariamente se explica por el incremento del GES.

A continuación, hizo referencia al objetivo del proyecto de ley, que a su juicio es focalizado, y que pretende fortalecer y generar desincentivo real para evitar el fraude y abuso de la licencia médica y está acotado al uso ilegitimo que se puede generar en el comportamiento de 600 grandes emisores de licencia médica.

Comentó que, si bien constituye un avance el fortalecimiento de la normativa vigente, la disminución del gasto que se podría lograr sería 1,3 millones de pesos, sin embargo, significa volver al nivel de emisiones de licencias médicas del año 2020, por lo cual, se requiere hacer un mayor esfuerzo que trasciende del espíritu de esta iniciativa de ley.

Enseguida, dio a conocer la experiencia internacional en esta materia, comentó que la mayor parte de las sanciones van dirigidas a los beneficiarios y no a quienes emiten la licencia, porque consideran que el fraude a la seguridad social es de extrema gravedad, que puede implicar el despido justificado del trabajador.

Se aplican sanciones a ambos infractores y se tipifican como delitos de estafa, que incluye penas de cárcel en Argentina, Colombia y España.

Informó que, a nivel internacional, los países son muchos más estrictos tanto con los emisores como con los beneficiarios de las licencias médicas, por tanto, sería una oportunidad para valorar lo que se ha realizado en nuestro sistema de seguridad social, porque es un sistema que está permitiendo que las personas tomen sus reposos relacionados a enfermedades, pero el problema es el uso abusivo de licencias médicas y el fraude de emisión, no tiene una persecución adecuada.

Por lo tanto, la experiencia internacional indica que hay un tema de cultura y lamentablemente se ha normalizado el uso de licencias médicas por razones ajenas a las permitidas por ley.

Diversos estudios señalan que alrededor del 70% de las personas estiman que las licencias médicas no tienen justificación, incluso hay un porcentaje no menor que desconoce que la licencia médica sin justificación es un delito.

A su vez, detectaron que genera una molestia frecuente entre compañeros de trabajo y es un desafío para el clima laboral de las instituciones.

Si bien este proyecto de ley apunta a desincentivar el comportamiento abusivo y fraudulento de emisión de licencias médicas, aún queda un trabajo pendiente que hacer, con la participación de todas las instituciones y actores involucrados.

Se debe generar una propuesta de solución a la licencia por salud mental en las comisiones de trabajo del Plan Programa de Salud Mental. Estimó que no se puede seguir generando cobertura de protección de salud mental, sin considerar también el gasto de licencia médica que genera ese descanso reparatorio y necesario.

Por último, puso de relieve la importancia de crear un compromiso por el uso de los recursos y cuidado de la seguridad social en nuestro país, castigando a quienes abusan del sistema.

En este proyecto de ley, se debe focalizar y entregar las herramientas precisas para que la SUSESO pueda hacerse cargo de estos grandes emisores de licencias.

El Honorable Senador señor Flores estimó que el tema de la emisión fraudulenta de licencias médicas es prioridad nacional y se debe resolver con urgencia.

Este problema está costando al sistema previsional, alrededor de un billón de pesos al año, ese dinero debería estar destinado a cubrir múltiples necesidades de nuestro deficitario sistema de salud.

El Honorable Senador señor Castro González manifestó que los datos realizados por el señor Simón son muy elocuentes y compartió el diagnóstico realizado como sistema de salud privado y también en el mundo público.

Informó sobre el carácter de la emisión electrónica de la licencia médica, recordó que antiguamente, los médicos generales estaban acostumbrados a utilizar el talonario histórico de licencias médicas, en la época en que la COMPIN dependía del servicio de salud. En los casos en que se detectaba la emisión a gran escala, se suspendía la venta de talonarios.

Observó que actualmente, más del 90% de la emisión es digitalizada.

A continuación, consultó si es efectivo que los médicos que emiten licencia, no están inscritos en el Registro de Prestadores Individuales de la Superintendencia de Salud. De ser así, se les abre la puerta a los inescrupulosos del extranjero que ofrecen licencias médicas falsas.

Por otra parte, la publicidad maliciosa de las páginas de internet mencionadas precedentemente, no puede permanecer impune y es la Seremi de Salud la entidad fiscalizadora que debe hacerse cargo.

El señor Jaime Junyent aclaró que este proyecto de ley apunta a las grandes emisiones de licencias porque el tema estructural del sistema, se espera abordar con otro proyecto de ley.

El Director de FONASA, señor Camilo Cid, complementó su exposición anterior con un documento en formato PowerPoint, por medio del cual informó acerca del proceso de fraude que ha ocurrido recientemente y el control jurídico realizado a través de la acción del Ministerio Público y dio cuenta de esa situación desde la perspectiva del organismo que representa.

Señaló que son varias instituciones las que participan en el otorgamiento de licencias médicas. Explicó que la COMPIN tiene la facultad de autorizar la licencia en caso del sistema FONASA y en el sistema privado, es la propia Isapre la que realiza ese procedimiento.

La COMPIN tiene todas las atribuciones respecto al tema sanitario y clínico del problema de licencias médicas. El FONASA está encargado de financiar las licencias médicas por distintas vías, pero finalmente es quien provee los dineros para que sea financiado.

La Superintendencia de Seguridad Social es quien fiscaliza, investiga y tiene una serie de atribuciones.

Si bien Fonasa no tiene atribuciones respecto de la fiscalización, al estar a cargo del financiamiento, deben velar porque cada peso que se gaste del erario público se realice de manera correcta. 

Recordó que entre el año 2018 y 2019 se presentó una cantidad importante de querellas, muchas de las cuales no pudieron continuar su tramitación por múltiples razones, fundamentalmente por la complejidad de demostrar el fraude.

La experiencia actual de trabajar en red con las entidades ha funcionado, mencionó que se formó una mesa de trabajo con la COMPIN, la SUSESO, FONASA, el Ministerio de Salud y el Consejo de Defensa del Estado, que permitió generar un nuevo procedimiento que fue aplicado por el Ministerio Público, con una actitud más incisiva para dar cuenta de la fiscalización y control del ilícito que se estaba cometiendo.

En particular, a FONASA le correspondió entregar información de 44 médicos en la investigación recientemente conocida. Ese grupo de médicos emitieron un total de 198.000 licencias médicas, desde enero de 2020 hasta noviembre de 2022, que involucran un total de $60.700.000.000. 

En ese contexto, a través del accionar del Ministerio Público, es que se pudo identificar a un grupo de 29 personas, 7 de las cuales fueron formalizadas y las demás fueron sometidas a diversas medidas cautelares.

Señaló que como ente financiador continúan realizando acciones a través de los sistemas informáticos que ponen a disposición del sistema de actualización de licencias médicas. Cuentan con una serie de iniciativas que permiten advertir ciertas situaciones, como el sistema que permite avisar a los médicos cuando están pasándose de ciertos parámetros, en relación con sus pares.

Estimó que el sistema virtual, acentuado con la pandemia por la liberación de algunos requisitos para otorgar licencias médicas, sumado a la preponderancia del mundo electrónico, generó un espacio para el surgimiento de asociaciones ilícitas que escapan de la capacidad de control de los procedimientos existentes.

Mencionó que el gasto ha ido en aumento exponencial los últimos años y ha seguido la curva epidemiológica, pero señaló que, así como ha aumentado el gasto de licencias por Covid-19, aumentó en la misma proporción en salud mental y en enfermedades osteomusculares.

Planteó que en los últimos meses han observado una cierta estabilización del gasto, que lleva a pensar en la recuperación de los niveles anteriores y que está pasando la peor parte del aumento de emisión de licencias.

El Honorable Senador señor Castro González señaló que la COMPIN tiene mucha debilidad estructural en inspectores y recursos disponibles para fiscalizar. Respecto a la incorporación de los registros de prestadores, la Superintendencia, también puede hacer una triangulación para controlar a las personas que paguen a través del subsidio de FONASA.

Comentó que por la magnitud del esfuerzo fiscalizador que se requiere, no cuadra el presupuesto que se está asignando a este proyecto de ley que corresponde a un poco más de $ 300.000.000.

El Honorable Senador señor Kast manifestó que el proyecto es de máxima importancia y dado el gasto de recursos que este problema está significando para el sistema de salud en su conjunto, tanto en el sector público como privado, estimó que se debe tomar muy seriamente la fiscalización y las sanciones para los que hacen uso fraudulento de las licencias médicas.

Se debe dar señales potentes, porque finalmente se perjudica a los habitantes del país en un tema tan sensible como el derecho a la salud.
B.- Votación en general.

- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores y Macaya.
DISCUSIÓN EN PARTICULAR

La señora Ministra de Salud realizó una presentación en formato PowerPoint
, mediante el cual dio a conocer las indicaciones presentadas por el Ejecutivo. 
Informó que, en primer lugar, se exigen nuevos requisitos para emitir licencias médicas, porque han detectado que en virtud de los convenios que tiene Chile de homologación de título, basta ejercer actividades en el país para emitir licencias médicas y no está sometido al mismo nivel de requisitos para ejercer la actividad.
Por ello, proponen que solo pueden emitir licencias médicas aquellos prestadores de salud que se encuentren debidamente inscritos en el Registro Nacional de Prestadores Individuales (RNPI), que ya existe y lo lleva la Superintendencia de Salud, además, deben haber aprobado el examen Único Nacional de Conocimiento de Medicina (EUNACOM), requisito que va a ser exigible a quienes hayan obtenido o revalidado su título a partir del 19 de abril de 2009.
En segundo lugar, señaló que, para los efectos de esta ley, se va a entender como prestadores a aquellos profesionales a los que se refiere el artículo 3 de la ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con las acciones vinculadas a la atención de salud: Es toda persona natural o jurídica, pública o privada, cuya actividad sea el otorgamiento de atenciones de salud y son de dos categorías, institucionales e individuales.

Respecto a los requisitos técnicos para emitir las licencias médicas de manera electrónica, que constituye un trámite más expedito, reconoció que ha tenido debilidades favoreciendo una emisión masiva e incluso desde países extranjeros. Por tanto, se incorporan requisitos en el artículo 1 bis, para quien emita una licencia médica electrónica, con ocasión de una atención de salud o bajo la modalidad de telemedicina.
Los prestadores deberán acreditar que cuentan con un sistema de registro clínico electrónico integrado con operadores de telemedicina y una plataforma de telemedicina certificada como organismo técnico habilitado por el Ministerio de Salud.
Quienes no acrediten los requisitos establecidos, no podrán emitir una licencia médica electrónica. En el caso de incumplimiento de los requisitos, la Subsecretaría de Salud Pública podrá suspender la habilitación de estos prestadores.

En cuanto a los aspectos de mejora administrativa y sancionatorias, se plantea la suspensión de emisión de licencias médicas por ausencia de acto médico. En el artículo 1 ter, se propone que, durante la sustanciación de los procedimientos administrativos sobre licencias médicas regulado por esta ley, se podrá decretar provisoriamente la suspensión de emisión de la licencia médica para el profesional investigado, cuando existan antecedentes que permitan presumir la ausencia del acto médico.

Si los hechos que motivaron la suspensión constituyen crímenes o simples delitos, el funcionario que dictó esa medida, deberá denunciar el caso ante el Ministerio Público o ante la policía.

Se establecen multas y apremios por inasistencia injustificada a las citaciones de la COMPIN y también por la falta de entrega de los antecedentes solicitados.
Las sanciones que se apliquen en el contexto de esta norma, deberán ser anotadas en el Registro Nacional de Prestadores Individuales que lleva la Superintendencia de Salud. Las sanciones son progresivas hasta llegar a la cancelación del Registro Nacional de Prestadores Individuales y las multas son mayores.

A su vez, se fortalece el marco normativo respecto a la operación del sistema de licencias médicas electrónicas y de esta manera, la SUSESO, fiscalizará el sistema de formación que permita el otorgamiento y tramitación electrónica de las licencias médicas.
El Honorable Senador señor Flores manifestó que según los datos que han sido publicados respecto del nivel de fraude que existe y el negocio ilegal que se ha realizado por la emisión y venta de licencias médicas falsas, estimó que es insuficiente la medida de suspensión del Registro Nacional de Prestadores.

A su vez, consideró que la multa es muy baja en relación a la ganancia obtenida por el ilícito. Por lo tanto, la probabilidad que una persona sea fiscalizada, es menor a la probabilidad de que sea detenido.
Estimó que las 26 personas que fueron sorprendidas vendiendo licencias falsas deberían perder la facultad de emitir licencias médicas de manera perpetua. Solo así se podrá frenar un delito que al Estado de Chile le cuesta miles de millones de pesos.
El Honorable Senador señor Castro González observó que en la propuesta del Ejecutivo no se incorporan sanciones a los compradores de licencias médicas. En segundo lugar, planteó la necesidad de avanzar en la sanción a los emisores de licencias falsas, llegando a la suspensión del ejercicio de la profesión.

La Superintendenta de la SUSESO, señora Pamela Gana comentó algunos aspectos sobre el proyecto de ley, uno de ellos es el aumento de las facultades para los organismos involucrados en el proceso de fiscalización, lo cual es valorado.

A su vez, aumentan las sanciones, respecto a lo cual, exhibió una lámina que contiene un comparado de las sanciones existentes versus la propuesta presentada por el Ejecutivo.

Explicó que el proyecto de ley ingresado en marzo del año 2022, subía la multa a 30 UTM, con la indicación que se presenta en esta administración, se aumenta a 140 UTM, en el caso de la primera infracción, que puede aumentar al doble, si se emite más de una licencia médica. Además, agrega la suspensión de emitir licencia médica por 60 días y suspensión por el mismo plazo del Registro Nacional de Prestadores Individuales.

En el caso de una segunda infracción, la norma vigente establece una multa de 15 UTM, si se comete en el período de 3 años. El proyecto de ley lo había aumentado a 100 UTM, si se comente en un período de 5 años. La indicación del Ejecutivo, aumenta la multa a 200 UTM, además de 180 días de suspensión de emisión de licencia médica y del Registro respectivo.

En el caso de la tercera sanción, la multa sube a 350 UTM, además de la suspensión por un año.

En el caso de la cuarta sanción, la multa sube de 60 a 600 UTM y a un periodo de suspensión de 3 años para emitir licencias médicas, además de la cancelación definitiva del Registro Nacional de Prestadores Individuales. En síntesis, se realiza un aumento importante en el nivel de sanciones.
A continuación, señaló que el último informe financiero prioriza la contratación de funcionarios dedicados a este tema y de médicos en modalidad honorarios, para la resolución específica de casos y análisis de datos, de manera de ofrecer resultados efectivos.
El Honorable Senador señor Flores señaló que no basta aumentar las sanciones y multas, sino que se requiere realizar un cambio que permita frenar esta situación.
En relación a la solicitud de establecer sanciones para los compradores de licencias médicas falsas, el señor Jaime Junyent fue de la opinión de que esa materia excede las ideas matrices del proyecto de ley, porque el objetivo del mismo es la fiscalización de los grandes emisores de licencias médicas.
Comentó que presentarán un segundo proyecto de ley más general donde podrán incluir sanciones a compradores y aumentar las existentes respecto a emisores. 

Manifestó que la compra de una licencia médica falsificada es un delito, contemplado en la legislación.

Respecto a la sanción de suspensión o cancelación del título profesional, estimó que es una medida que puede tener vicios de constitucionalidad que se deben analizar.

Hizo hincapié en la incorporación de la prohibición de venta de talonarios de licencias. Adicionalmente a la sanción de sacar a los infractores del Registro Nacional de Prestador Individual, por lo tanto, no pueden otorgar prestaciones GES.

Aclaró que, para todos aquellos médicos chilenos o extranjeros, que hubieren obtenido su título en el extranjero, se les exigirá el EUNACOM.

El Honorable Senador señor Chahuán manifestó no comprender la razón de un segundo proyecto de ley, en lugar de resolver los puntos pendientes en la iniciativa en discusión.
El señor Junyent informó que la reforma a la salud tiene tres componentes: Fondo Universal, Sistema de Licencias Médicas y Atención Universal.
El Honorable Senador señor Flores manifestó que esta es la oportunidad que tiene el Ministerio de Salud para resolver un delito y proponer una sanción adecuada. Nadie podía poner en duda la emisión de una licencia médica, porque el profesional que la emite es ministro de fe, eso ahora, se está cuestionando y se vulnera la confianza de todos los actores.
Estimó que la primera infracción que cometa el profesional de la salud, debiera ser sancionada con una multa fuerte y la segunda ocasión que cometa el mismo acto, debería perder su título de médico.

A continuación, se realizó el estudio y votación de las indicaciones presentadas.
Nombre del proyecto de ley
El nombre del proyecto es el siguiente:

“Proyecto de ley que modifica la ley Nº 20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas, con el objeto de fortalecer las facultades de los organismos reguladores y fiscalizadores y aumentar las multas y períodos de suspensión de los emisores de licencias médicas, en los presupuestos que establece la ley.”.
La indicación N° 1, del Honorable Senador señor Chahuán, lo sustituye por el siguiente: 

“Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas, con el objeto de fortalecer las facultades de los organismos reguladores y fiscalizadores y establecer las sanciones administrativas y penales que indica.”.
- La indicación N° 1, fue aprobada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.

Artículo 1°, nuevo
La indicación N° 1.A, del Honorable Senador señor Chahuán, incorpora un nuevo artículo 1º, pasando el primitivo artículo único, a ser artículo 5º:

“Artículo 1º. Los médicos cirujanos, cirujanos dentistas o matronas que emitan licencias médicas deberán inscribirse en el Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud llevado por la Superintendencia de Salud, indicando su domicilio y casilla de correo electrónico, las que serán empleadas tanto por la Superintendencia de Seguridad Social, la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez y en general por cualquier Órgano de la Administración del Estado e Instituciones de Salud Previsional para los procedimientos que instruyan o denuncias que efectúen relativas a la emisión de licencias médicas con ausencia de fundamento médico.

La Superintendencia de Salud, remitirá a los operadores y prestadores institucionales de salud, durante los meses marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año, la nómina de profesionales inscritos en el Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud, y habilitados para emitir licencias médicas.

La notificación realizada empleando la dirección indicada en el registro será válida, aun cuando aquella no se encontrare vigente, estuviere en desuso o no permitiere su recepción por el destinatario. Se entenderá notificado el destinatario desde el envío del correo electrónico a la referida dirección o bien desde el despacho de la notificación.

Será carga de cada profesional, comunicar oportunamente el cambio de domicilio o casilla de correo electrónico.”.

El Honorable Senador señor Chahuán planteó que, si bien tiene un problema de admisibilidad, presentó la indicación para relevar el tema. Hay un problema dramático por el otorgamiento de licencias por médicos que no se encuentran en el territorio nacional y no tienen las habilitaciones correspondientes.
Solicitó al Ejecutivo que aborde este problema en sus indicaciones. Observó que también se relaciona con la indicación N° 2.
El Honorable Senador señor Castro González consultó al Ejecutivo la forma de operación del sistema actual y si el propósito contemplado en la indicación del Senador Chahuán va a ser considerado.

Reconoció que es inadmisible porque contempla obligaciones para la autoridad y se condice con otra indicación presentada por los integrantes de esta Comisión.

Solicitó revisar si es posible aprobarla con modificaciones, subsumida a la planteada por el Ejecutivo sobre esta misma materia.

El señor Junyent propuso subsumir esta indicación en la presentada por el Ejecutivo sobre Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud.

La Comisión consideró que la indicación N° 5, 5.A y 5.B, recogen, en lo pertinente, lo planteado en la indicación en estudio.

- La indicación N° 1.A, fue declarada inadmisible.

Artículo 2º, nuevo
La indicación N° 2, del Honorable Senador señor Chahuán, incorpora el siguiente artículo 2º, nuevo:

“Artículo 2º. Las licencias médicas podrán otorgarse solo dentro del territorio de la república. Los prestadores y operadores del sistema de licencias médicas electrónicas, podrán suministrar sus servicios, solo a direcciones de protocolo de internet ubicadas en Chile, y no podrán emplearse en el extranjero.”.
El Superintendente de Salud, señor Víctor Torres explicó que el Registro Nacional de Prestadores establece públicamente un registro de prestadores acreditados para ejercer en Chile. Se elabora a partir de la información que se levanta por entidades de origen, por ejemplo, las universidades les remiten la información. 

Aclaró que la Superintendencia de Salud no habilita a las personas, simplemente maneja el registro que es enviado por terceros certificados. 

En segundo lugar, consideró adecuado ampliar la cantidad de información que maneja el registro. Estimó que el domicilio y la casilla de correo electrónico serviría únicamente para efectos de la notificación, no así de la territorialidad del acto médico. Existe una dificultad para georreferenciar el lugar en el que está ejerciendo cada médico, lo que también sería una información interesante que permitiría saber dónde están ubicados los especialistas en el país.
Por otra parte, consideró que lo señalado en el inciso segundo de la indicación N° 1.A propuesta, que indica que la Superintendencia de Salud, remitirá a los operadores y prestadores institucionales de salud la nómina de profesionales inscritos en el Registro, lo cual es innecesario dado que el Registro es público y toda persona puede ingresar el nombre para verificar a un profesional.
El Honorable Senador señor Castro González solicitó al Ejecutivo que la geolocalización quede de manera expresa en la norma.

El Honorable Senador señor Flores revisó la indicación N° 5 del Ejecutivo y se percató que la única diferencia con la indicación N° 6 de autoría de los Senadores de la Comisión de Salud es que en esta última se contempla la exigencia de geolocalización. Si el Ejecutivo incorpora esta exigencia, se resuelve el problema.

El señor Junyent comentó que el espíritu de esa indicación también se encuentra incorporado en la indicación N° 6, de autoría de los parlamentarios de esta Comisión. 

Respecto a las direcciones IP, sugirió que sea regulado a través de la potestad reglamentaria, dado que el avance tecnológico es más rápido que las modificaciones legislativas.

El Honorable Senador señor Chahuán estuvo de acuerdo, pero recalcó que el reglamento no puede tardar seis meses en elaborarse, porque de ser así, resulta más conveniente contemplar la obligación por ley.

- La indicación N° 2 fue aprobada, con modificaciones, subsumida en las indicaciones N°s 5 y 6, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores y Macaya.
Artículo 3º, nuevo

La indicación N° 3, del Honorable Senador señor Chahuán, incorpora el siguiente artículo 3º, nuevo:

“Artículo 3º. La Superintendencia de Seguridad Social mantendrá publicado en su portal electrónico institucional un registro con el promedio de emisión de licencias médicas por día, mes y año, y especialidad.

La Superintendencia mantendrá publicado este registro en forma permanente, y lo actualizará cada tres meses.”.
El señor Junyent propuso que la indicación se apruebe subsumida en el artículo 10 quáter, que por ubicación normativa debería ser incorporada ahí.

La Comisión deja constancia que el Ejecutivo recoge la indicación, en lo pertinente, en la indicación N° 16.A.
- La Indicación N° 3 fue declarada inadmisible.

Artículo 4º, nuevo

La indicación N° 4, del Honorable Senador señor Chahuán, incorpora el siguiente artículo 4º, nuevo:

“Artículo 4º. Las licencias médicas no podrán ser otorgadas sin una consulta profesional previa. La Superintendencia de Seguridad Social, dentro de los 60 días siguientes a la publicación de esta ley, regulará los requisitos que el formulario electrónico o en formato papel, deberán contener para acreditar el cumplimiento de este requisito.

Para el otorgamiento de licencias médicas electrónicas, el profesional deberá emplear tres métodos de autenticación, dos de los cuales serán mecanismo de autenticación biométrica e infraestructura de llave pública (PKI). La Superintendencia de Seguridad Social, dentro de los 60 días siguientes a la publicación de esta ley, regulará los mecanismos de autenticación para el otorgamiento de licencias médicas electrónicas y la forma en que se fiscalizará su cumplimiento.”.
El señor Junyent propuso que quede sujeta a la potestad reglamentaria, con la misma anotación señalada sobre los plazos para elaborar el reglamento.

El señor Superintendente de Salud propuso exceptuar a las atenciones de urgencia de la obligación de otorgar licencias médicas previo a una consulta profesional.

La Comisión acuerda exceptuar de la obligación a las atenciones de urgencia.

El Honorable Senador señor Flores consideró conveniente que este tema quede establecido en la ley y no en un reglamento.

La Comisión consideró que las indicaciones del Ejecutivo, recogen en lo pertinente, lo planteado en esta indicación.

- La indicación N° 4, fue declarada inadmisible.

ARTÍCULO ÚNICO

El artículo único del proyecto de ley modifica diversas disposiciones de la ley N° 20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas, mediante cinco numerales.
Numerales 1 y 2, nuevos

La indicación N° 5, del S.E. el Presidente de la República, incorpora los siguientes numerales 1 y 2, nuevos, pasando los actuales numerales 1) y 2) a ser 3) y 4), respectivamente:

“1) Incorpóranse, al artículo 1, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos: 

“Solo podrán emitir licencias médicas aquellos prestadores de salud que se encuentren debidamente inscritos en el Registro Nacional de Prestadores Individuales que para estos efectos lleva la Superintendencia de Salud, y que hayan aprobado el Examen único Nacional de Conocimientos de Medicina, requisito este último que será exigible solo a quienes hayan obtenido o revalidado, según el caso, su título profesional de médico cirujano, a partir del 19 de abril de 2009.

Para los efectos de esta ley, se entenderá por prestadores aquellos profesionales y establecimientos a los que se refiere el artículo 3 de la Ley 20.584, que Regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.”.

2) Incorpóranse, a continuación del artículo 1), los siguientes artículos 1 bis y ter, nuevos:

“Artículo 1° bis.- Para emitir una Licencia Médica Electrónica con ocasión de una atención de salud bajo la modalidad de telemedicina, los prestadores deberán acreditar que cuentan con: 

a. Un sistema de registro clínico electrónico integrado con operadores de telemedicina; y

b. Una plataforma de telemedicina, certificada por un organismo técnico habilitado por el Ministerio de Salud. La plataforma deberá garantizar la calidad de la atención en aspectos técnicos y clínicos, así como también la identidad del prestador y del paciente.

Los requisitos mencionados en el inciso anterior deberán ser acreditados ante la Subsecretaría de Salud Pública, la cual -previa constatación de estos- emitirá una resolución que autorice al prestador para emitir Licencias Médicas Electrónicas.

Los prestadores que no acrediten estos requisitos no podrán emitir una Licencia Médica Electrónica. A su vez, la Subsecretaría de Salud Pública suspenderá la habilitación del prestador que ha dejado de cumplir con uno o ambos requisitos.

Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud y suscrito por el Ministerio de Trabajo y Previsión Social, regulará el procedimiento y la forma en que se acreditará el cumplimiento de los requisitos señalados en el inciso primero; y la habilitación y suspensión de la calidad de emisores de licencias médicas electrónicas bajo la modalidad de telemedicina.

Artículo 1° ter.- Durante la sustanciación de los procedimientos administrativos sobre licencias médicas regulados en esta ley, se podrá decretar provisoriamente la suspensión de la emisión de licencias médicas para el profesional investigado, cuando existan antecedentes que permiten presumir la ausencia de un acto médico que justifica la emisión de la respectiva licencia médica. 

Por razones fundadas, la suspensión señalada en el inciso anterior podrá ser alzada o modificada durante la tramitación del procedimiento. En todo caso, esta se extinguirá con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente.

En caso de que los hechos que motivaron la suspensión a la que se refiere este artículo puedan constituir crimines o simples delitos, el funcionario que dictó dicha medida, deberá denunciar aquellos hechos ante el Ministerio Público o ante la policía si no hubiere fiscalía en el lugar en que el funcionario presta sus servicios.”.”.
El señor Superintendente de Salud precisó que como ha quedado consignada la exigencia de estar debidamente inscrito en el Registro Nacional de Prestadores Individuales, sería adecuado que en el momento en que se regule la emisión de la licencia propiamente tal, sea vinculante la presencia del número de Registro de la Superintendencia.

Detalló que actualmente algunos operadores telemáticos lo exigen y otros no. A su vez, indicó que cuando se extiende la licencia por papel, no se pide el número de registro de la Superintendencia de Salud.

El señor Junyent manifestó, respecto a la geolocalización, que más adelante el punto está recogido. Pero aclaró que han planteado que no quede acotado exclusivamente a la geolocalización porque en el futuro se puede incorporar otro sistema tecnológico más eficiente. 


La Comisión consideró que las indicaciones N° 2 y 6, se relacionan con la indicación en estudio, quedando recogido en esta indicación parte de su contenido.


El Honorable Senador señor Chahuán sugirió incorporar la siguiente frase: “las licencias médicas no podrán otorgarse desde el extranjero” e indicar que un reglamento regulará este tema.

El señor Junyent, respecto al punto planteado, indicó que el Ejecutivo presentó una propuesta en la indicación N° 6, a su vez, recordó que la Superintendencia de Salud, dentro de su potestad reglamentaria, tiene la facultad de interpretar la norma y dictar circulares, que son de fácil tramitación y aplicación.


El Honorable Senador señor Flores propuso la siguiente redacción, en la indicación N° 6, a continuación de la frase: “que se encuentren en territorio nacional”, incorporar la siguiente: 


“, lo cual se establecerá a través de técnicas o medios tecnológicos idóneos, como la geolocalización”.


Precisó que con esto se despeja la inquietud y no queda restringido a una sola técnica.


La Comisión acordó incorporar el texto propuesto a la indicación N° 6 y con ello, se recoge la indicación N° 1.A, 2 y 6, en virtud de la indicación N° 5, en lo pertinente.  

- La indicación N° 5, resultó aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores y Macaya.
Con posterioridad, para complementar la indicación N° 5, el Ejecutivo presentó las siguientes indicaciones 5.A y 5.B:

La indicación N° 5.A, del S.E. el Presidente de la República, incorpora en el numeral 1), de la indicación N° 5, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Con todo, el requisito referido a la aprobación del Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina, no se exigirá a los profesionales señalados en la ley N° 21.274, que habilita temporalmente a los médicos cirujanos que indica, para ejercer sus especialidades en el sector público, que correspondan.”.

El Superintendente de Salud recordó que fue un punto planteado previamente, a propósito del requisito copulativo que se solicitaba. Los médicos que emiten licencias, deben aprobar el EUNACOM y estar inscritos en el Registro Nacional de Prestadores Individuales.

Hace poco tiempo se promulgó una ley, a propósito de la pandemia de Covid-19, que habilita por un tiempo determinado a algunos médicos extranjeros para ejercer la profesión, sin rendir el EUNACOM, solo hay una exigencia de estar inscrito 6 meses después. Estos profesionales quedarían inhabilitados por esta ley para emitir licencias médicas, lo que generaría una situación compleja.

La indicación presentada se hace cargo de esta excepción, de manera que el requisito referido a la aprobación del examen no se exigirá a los profesionales señalados en la ley N° 21.274, que habilita temporalmente a los médicos cirujanos que indica.

En este caso, solo se está haciendo exigible que estén en el Registro Nacional de Prestadores Individuales, porque hay un contrato vigente que les permite ejercer la profesión.

El Honorable Senador señor Chahuán fue de la idea de especificar que la excepción es temporal.

Porque se podría interpretar, al establecer que “no se exigirá a los profesionales señalados en la ley N° 21.274”, no dice “por los plazos establecidos en dicha ley”. 

El señor Superintendente de Salud comentó que la referida ley N° 21.274, tiene una temporalidad limitada, por lo tanto, si no se aplaza, se extingue la excepción.

Sugirió incorporar la frase: “por el tiempo que corresponda según la mencionada ley”.

La Comisión así lo acuerda.

- La indicación N° 5.A resultó aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.
La indicación N° 5.B, del S.E. el Presidente de la República, sustituye la letra a., del numeral 2), de la indicación N° 5, por la siguiente:

“a. Un sistema de registro clínico electrónico integrado con el sistema de información establecido en el artículo 10 bis; y”.

El Jefe del Departamento Nacional de la La Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), señor Javier Errázuriz comentó que el propósito de la indicación es establecer un estándar de validación para la emisión de la licencia médica en el contexto de telemedicina, que se asemeje al que actualmente existe cuando la prestación es presencial. Todo ello, para resguardar que la emisión de la licencia médica sea asíncrona con la atención que se realiza.
Estimó que se puede realizar solicitando que el registro clínico electrónico, se integre con el sistema de operación de emisión de licencias médicas, de manera que en el momento que se emite la licencia, se anota en el registro clínico, garantizando la sincronicidad.
El Honorable Senador señor Chahuán consideró que está en la dirección correcta, toda vez que permitirá generar interoperabilidad del sistema y permitirá que la ficha clínica sea un receptáculo en la cual se consignen las licencias.

- La indicación N° 5.B, resultó aprobada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.
La indicación N° 6, de los Honorables Senadores señores Flores, Castro González, Kast, Macaya y Chahuán, agrega un nuevo numeral 1, pasando el actual a ser 2 y así sucesivamente, del siguiente tenor: 

“1.
Sustitúyase en el artículo 1°, la frase “el otorgamiento, uso correcto de las licencias médicas” por el siguiente: “el correcto otorgamiento y uso de la licencia médica,”.

2.
Agréganse, al artículo 1, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos: 

 “Solo podrán emitir licencias médicas aquellos prestadores de salud que estén debidamente inscritos en el Registro Nacional de Prestadores Individuales que para estos efectos lleva la Superintendencia de Salud, que se encuentren en el territorio nacional, lo cual se asegurará a través de la técnica de geolocalización, y que hayan aprobado el Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina, requisito este último que será exigible solo a quienes hayan obtenido o revalidado, según el caso, su título profesional de médico cirujano, a partir del 19 de abril de 2009. 

Para los efectos de esta ley, se entenderá por prestadores aquellos profesionales y establecimientos a los que se refiere el artículo 3 de la ley 20.584, que Regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.”.”.

Se informó que esta indicación, al establecer una obligación a la Superintendencia de Salud de desarrollar técnicas de geolocalización, es inadmisible.

El Honorable Senador señor Chahuán le solicitó al Ejecutivo revisar la incorporación de esta obligación.
El señor Junyent indicó que es un tema relevante para el Ejecutivo la regulación del EUNACOM, que acredita un nivel de conocimientos.

La postura de la emisión de licencias médicas es subir el estándar de los emisores y una de estas exigencias es la rendición del examen.

El señor Superintendente de Salud reparó que la complicación, desde la perspectiva del acceso igualitario de las personas a la salud, es que en algunos lugares alejados no existe otra posibilidad de acceso médico que aquellos que actualmente no cuentan con EUNACOM, recordó que se aprobó una ley que tiene una excepción al respecto.

Precisó que es conveniente revisar esa situación para garantizar el acceso al derecho a la salud.

El Honorable Senador señor Castro González, planteó incorporar la salvedad respecto a la disposición de alerta sanitaria, solo para esos casos.
El Honorable Senador señor Flores comentó que sería adecuado conocer la opinión de la SUSESO o la COMPIN en tal sentido, porque es relevante la exigencia que se incorpora en la ley, con la salvedad señalada.
La Superintendenta de la SUSESO manifestó que, respecto al Registro Nacional de Prestadores Individuales, dan el apoyo a lo planteado, como un requisito para emitir licencias médicas.
Respecto al examen de EUNACOM consideró que se debe velar por el correcto acceso a las prestaciones de salud.
El Honorable Senador señor Chahuán señaló que este tema debiera ser respaldado por una indicación del Ejecutivo.

- La indicación N°6, resultó aprobada con modificaciones, subsumida en la indicación 5.A, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores y Macaya.
Numeral 1 

El numeral 1 del artículo único del proyecto de ley, modifica el artículo 2 de la ley N° 20.585, que trata sobre las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, mediante tres literales.

La letra a) reemplaza el inciso segundo del artículo 2, de la citada ley, por el siguiente:

“La inasistencia injustificada y repetida a las citaciones, como también la negativa reiterada a la entrega o la no remisión de los antecedentes solicitados, en los plazos fijados al efecto, los que no podrán exceder de siete días corridos, habilitarán a la Comisión para que, mediante resolución fundada, sancione al profesional con multas a beneficio fiscal de hasta 50 unidades tributarias mensuales. Además, como medida provisional, la Comisión podrá ordenar la suspensión de la emisión de licencias médicas electrónicas o de papel, como también la venta de formularios de licencias médicas, según corresponda hasta por 45 días, medida que podrá renovarse hasta por 45 días más, mientras persista la conducta del profesional. La notificación de las resoluciones que apliquen la referida medida se realizará mediante medios electrónicos, entendiéndose practicada al tercer día hábil contados desde el envío o, por medio de carta certificada, en caso de no disponer de un correo electrónico del profesional investigado. Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez deberán llevar, para estos efectos, un registro actualizado anualmente de las direcciones físicas y electrónicas de los facultativos.”.
Por su parte, la letra b), incorpora un texto nuevo en el inciso tercero del artículo 2.

Finalmente, la letra c), intercala los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, al referido artículo 2:

"Una vez interpuesta la reclamación por el prestador sancionado ante la Superintendencia de Seguridad Social, ésta deberá resolverla en un plazo de 20 días, de conformidad al plazo establecido en el inciso tercero del artículo 24 de la ley N° 19.880.

A este procedimiento se aplicarán supletoriamente las normas de la ley N° 19.880.”.
Durante la discusión en particular, se presentaron las siguientes indicaciones al numeral 1:
La indicación N° 7, de S.E. el Presidente de la República, modifica el numeral 1, en el siguiente sentido:

a)
Incorpórase la siguiente letra a), nueva, pasando la actual letra a) a ser b) y así sucesivamente:

“a) Reemplázase su inciso primero, por el siguiente: 

“Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán solicitar a los profesionales que por ley emitan licencias médicas que se encuentren sometidas a su conocimiento, la entrega o remisión de los antecedentes o informes complementarios que las respalden; y, por razones fundadas, los citará a una audiencia para aclarar aspectos de su otorgamiento bajo el apercibimiento de aplicar las multas y suspensiones señaladas en el siguiente inciso.”.”.

b)
Reemplázase la letra a) que ha pasado a ser b), por la siguiente:

“b) Reemplázase su inciso segundo, por el siguiente:

“La inasistencia injustificada a las citaciones, como también la negativa a la entrega o la no remisión de los antecedentes solicitados, en los plazos fijados al efecto, los que no podrán exceder de siete días corridos, habilitarán a la Comisión para que, mediante resolución fundada, sancione al profesional con multas a beneficio fiscal de hasta 50 unidades tributarias mensuales. Además, como medida de apremio, la Comisión podrá ordenar la suspensión de la emisión de licencias médicas electrónicas o de papel, como también la venta de formularios de licencias médicas, según corresponda, por el plazo de 5 días hábiles, medida que se renovará automáticamente, mientras persista la conducta del profesional.”.”.

c)
Reemplázase la letra c), que ha pasado a ser d), por la siguiente:

“d) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual a ser sexto:

“Interpuesta la reclamación por el prestador sancionado ante la Superintendencia de Seguridad Social, ésta deberá resolverla en un plazo de 20 días. Dicha resolución también deberá ser informada por la Superintendencia de Seguridad Social a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.”.”.
El Honorable Senador señor Castro González consultó al Ejecutivo la razón por la cual en la letra b, que reemplaza el inciso segundo, se propone una multa de 50 UTM y no una cifra mayor. A su vez, estimó baja la suspensión por 5 días hábiles.

El Honorable Senador señor Chahuán propuso aprobar la indicación del Ejecutivo y con posterioridad, incorporar el aumento de las cifras de multas, así como de días de suspensión que proponen las indicaciones de los parlamentarios.

Estimó que de esta forma, se puede trabajar sobre una indicación que tiene patrocinio.

El señor Jaime Junyent explicó que las sanciones son acotadas porque son medidas de apremio respecto a la inasistencia injustificada a la citación. Contempla a su vez la facultad para suspender inmediatamente la emisión de licencias médicas, como medida de apremio, no como sanción definitiva, en un procedimiento administrativo que dura bastante.

La Superintendenta de la SUSESO, señora Pamela Gana añadió que actualmente la medida de apremio es de 10 UTM, en la indicación se propone se aumenta a 50 UTM.
- La indicación N° 7, resultó aprobada, con las modificaciones establecidas en las indicaciones N° 7.A, 7.B y 8, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores y Macaya. 
La indicación N° 7.A, de S.E. el Presidente de la República, modifica la letra b), propuesta en la indicación N° 7, en el siguiente sentido: 

a)
Sustitúyese la expresión “la Comisión podrá ordenar” por “la Comisión deberá ordenar”.

b)
Sustitúyese el guarismo “5 días hábiles” por “hasta 60 días hábiles, en atención a la cantidad de licencias médicas respecto de las cuales se solicitan los antecedentes que no han sido entregados,”.

El señor Jaime Junyent señaló que la letra a) de la indicación solo cambia la palabra “podrá” por “deberá”, esa inquietud fue la que dio origen a la necesidad de presentar nuevas indicaciones, con lo anterior, se plantea la facultad de manera imperativa.

La letra b), por su parte, corresponde a la medida de apremio, respecto a la que se aumenta el plazo máximo, evitando renovaciones sucesivas del plazo.
- La indicación N° 7.A, resultó aprobada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.
La indicación N° 8, de los Honorables Senadores señores Flores, Castro González, Kast, Macaya y Chahuán, sustituye en el literal a), del actual numeral 1, la expresión “la Comisión podrá ordenar”, por “la Comisión deberá ordenar”.

El señor Jaime Junyent comentó que la indicación N° 7.A, recoge esta propuesta, al reemplazar la expresión “podrá” por “deberá”. 

- La indicación N° 8, resultó aprobada con modificaciones, subsumida en la indicación N° 7.A, letra a), por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores y Macaya.

Numeral 2

El numeral 2 del artículo único del proyecto de ley, modifica el artículo 5 de la ley N° 20.585, que se refiere a la facultad para investigar a aquellos profesionales habilitados para otorgar licencias médicas, cuando la emisión sea realizada con evidente ausencia de fundamento médico.

Respecto a este numeral, se presentaron las siguientes indicaciones: 

La indicación N° 9, de S.E. el Presidente de la República, modifica el numeral 2, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la letra b) por la siguiente:

“b) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto y así sucesivamente:

“La Superintendencia notificará del procedimiento al profesional investigado, al paciente y al empleador, cuando corresponda; y requerirá informe sobre los hechos investigados, en cuyo caso, dentro del plazo de 10 días hábiles contado desde la notificación, el profesional investigado deberá acompañar copia íntegra de la ficha clínica, siempre que se circunscriba a la condición o patología que dio origen a la respectiva licencia, u otro documento que acredite la atención médica, en caso de que esta última no exista. Además, el profesional investigado podrá solicitar a la Superintendencia de Seguridad Social que se le cite a una audiencia para complementar los descargos efectuados en el informe antes señalado.
En caso de que el profesional investigado trabaje en un prestador institucional de salud, este podrá solicitar a la institución copia íntegra de la ficha clínica, siempre que se circunscriba a la condición o patología que dio origen a la respectiva licencia, u otro documento que acredite la atención médica, en caso de que esta última no exista. El prestador institucional deberá hacer entrega de dicha información dentro del plazo de 5 días hábiles contados desde la respectiva solicitud. Si el prestador institucional de salud se negare por cualquier causa a la entrega de la documentación señalada, deberá emitir un certificado fundamentando dicha negativa, el que deberá ser entregado al profesional investigado dentro de 5 días hábiles contados desde la solicitud. Si el prestador institucional de salud no entregase el certificado dentro de plazo, su representante legal será solidariamente responsable del pago de la eventual multa que se imponga al profesional investigado. Lo dispuesto en este inciso no será aplicable a las sociedades en las que el profesional investigado tenga la administración, o que participe directa o indirectamente de, al menos, el diez por ciento de su propiedad, en cuyo caso estará obligado a hacer entrega de la ficha clínica en las condiciones indicadas en el inciso anterior.”.”.

b)
Reemplázase la letra c) por la siguiente:

“c) Reemplázase el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, por el siguiente:

“Transcurrido el plazo de diez días hábiles señalado en el inciso segundo de este artículo o realizada la audiencia de complementación de descargos, la Superintendencia de Seguridad Social resolverá fundadamente. Excepcionalmente, en caso de que, por causa imputable al profesional investigado, este no acompañare el informe y la ficha clínica dentro del plazo señalado en el inciso segundo, y dichos antecedentes fueran necesarios para resolver la investigación, la Superintendencia de Seguridad Social omitirá pronunciamiento y podrá, en este caso, aplicar la medida de apremio establecida en el artículo segundo de esta ley, por el plazo de cinco días, la que se renovará automáticamente mientras persista la conducta del profesional. Una vez recibidos dichos antecedentes, la Superintendencia resolverá fundadamente el caso.”.”.
c)
Reemplázase la letra d) por la siguiente:

“d) Reemplázase el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, por el siguiente:

“Si de conformidad al procedimiento establecido en este artículo se acredita la emisión de una o más licencias emitidas sin existir fundamento médico, es decir, en ausencia de una patología que produzca incapacidad laboral temporal por el período y la extensión del reposo prescrito, la Superintendencia aplicará las siguientes sanciones: 

1) Suspensión de hasta por 60 días de la facultad para otorgar licencias médicas y del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 140 unidades tributarias mensuales. La multa podrá elevarse al doble en caso de constatarse que la emisión de licencias sin fundamento médico ha sido reiterada.

2) Suspensión hasta por 180 días de la facultad para otorgar licencias médicas y del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 200 unidades tributarias mensuales, en caso de reincidencia dentro del período de 5 años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impuso la primera sanción.

3) Suspensión hasta por 1 año de la facultad para otorgar licencias médicas y del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 350 unidades tributarias mensuales, en caso de segunda reincidencia dentro del período de 5 años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impuso la primera sanción.

4) Suspensión hasta por 3 años de la facultad para otorgar licencias médicas, la cancelación del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 600 unidades tributarias mensuales, en caso de tercera reincidencia dentro del período de 5 años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impuso la primera sanción.”.

d)
Reemplazáse la letra e) por la siguiente:

“e) Suprímase el inciso sexto, que ha pasado a ser el séptimo.”.

e)
Reemplázase la letra f) por la siguiente:

“f)
Reemplázanse, en el inciso séptimo, los guarismos “10” por “150” y “80” por “350”, respectivamente.”.
El señor Superintendente de Salud observó que el texto propuesto por la letra a) de la indicación, no especifica cuál de las dos Superintendencias es la que deberá notificar. Sugirió que se precise que corresponde a la SUSESO.
El Presidente de la Comisión observó que las indicaciones 9 y 10 están vinculadas, las que a su vez, se trataron en conjunto con las indicaciones 9.A y 10.A.
La indicación N° 9.A, de S.E. el Presidente de la República incorpora en la letra b) propuesta por la indicación N° 9, entre las palabras “Superintendencia” y “notificará”, la frase “de Seguridad Social”.

El señor Junyent mencionó que la indicación N°9.A, se presentó para distinguir ambas Superintendencias, como se había planteado por la Comisión.

La indicación N° 10, de los Honorables Senadores señores Flores, Castro González, Kast, Macaya y Chahuán, sustituye los numerales ii., iii., iv., y v., del literal d), del numeral 2, del artículo único del proyecto de ley, en el siguiente sentido: 

“ii. Suspensión por hasta ciento ochenta días de la facultad para otorgar licencias médicas y del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 140 unidades tributarias mensuales. La multa podrá elevarse al doble en caso de constatarse que la emisión de licencias sin fundamento médico ha sido reiterada.

iii. Suspensión por hasta un año de la facultad para otorgar licencias médicas y del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 200 unidades tributarias mensuales, en caso de reincidencia, en un plazo de 5 años contados desde la fecha en que la sanción impuesta en el numeral anterior se encuentre firme o ejecutoriada.

iv. Suspensión por hasta tres años de la facultad para otorgar licencias médicas y del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 350 unidades tributarias mensuales, en caso de segunda reincidencia, en un plazo de 5 años contados desde la fecha en que la sanción impuesta en el numeral anterior se encuentre firme o ejecutoriada.

v.
Suspensión perpetua de la facultad para otorgar licencias médicas y del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 600 unidades tributarias mensuales, en caso de tercera reincidencia, en un plazo de 5 años contados desde la fecha en que la sanción impuesta en el numeral anterior se encuentre firme o ejecutoriada.”.
El Honorable Senador señor Chahuán, señaló que con la indicación N° 10 han planteado elevar las multas, incluso llegando a la suspensión perpetua de la facultad de otorgar licencias médicas y del Registro Nacional de Prestadores, en caso de reincidencias.

El señor Junyent en relación a la indicación N° 9, manifestó no tener inconveniente en reemplazar la palabra “hasta por tres años” por “perpetua”. En concreto, están acogiendo el numeral v. de la indicación N° 10.

Se debe revisar la concordancia para homologar las sanciones aplicables a los médicos contralores establecidas en el artículo 8°.
El Honorable Senador señor Chahuán consultó por la disposición del Ejecutivo de incorporar los guarismos propuestos por los Senadores. Afirmó, sin embargo, que los parlamentarios tenían iniciativa para cambiar los guarismos.

El Honorable Senador señor Flores sugirió agregar a la indicación N° 9 del Ejecutivo, la palabra “cancelación”, junto a la modificación aceptada por el Ejecutivo, con lo cual quedaría la siguiente redacción: “suspensión perpetua de la facultad para otorgar licencia y la cancelación del Registro Nacional de Prestadores Individuales”.

La Superintendenta de SUSESO manifestó estar de acuerdo con el aumento de las sanciones, la indicación del Ejecutivo ya contenía aumentos importantes pero la indicación de los parlamentarios los eleva aún más.

El Presidente del Colegio Médico de Chile A.G, señor Patricio Meza, consideró adecuado el aumento de las sanciones. Añadió que el objetivo es que realmente sean persuasivas para que nunca más se lucre a través de la emisión de licencias fraudulentas.

A su vez, como COLMED plantó la necesidad de sancionar, además de los emisores, a los que utilizan las licencias fraudulentas.
La indicación N° 10.A, de S.E. el Presidente de la República reemplaza en numeral v. de la indicación N° 10, el vocablo “y”, la primera vez que aparece por “, cancelación”. 

El señor Jaime Junyent explicó que se refiere al Registro Nacional de Prestadores Individuales. Se recogió la solicitud de los parlamentarios, cambiando la sanción de reincidencia por “Suspensión perpetua de la facultad para otorgar licencias médicas, cancelación del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 600 unidades tributarias mensuales.”.
- Sometidas a votación las indicaciones N°s 9, 9.A, 10 y 10.A, resultaron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya. 
La indicación N° 11, de los Honorables Senadores señores Flores, Castro González, Kast, Macaya y Chahuán, agrega un nuevo literal e) en el numeral 2, del siguiente tenor:

“e. Agrégase en el inciso quinto, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, lo que sigue:

“Sin perjuicio de lo anterior, los prestadores de salud deberán difundir el registro a que se refiere el artículo 10 quáter en sus sitios web o en algún lugar físico del establecimiento de salud.”.”.

El señor Junyent manifestó su acuerdo, en el texto y propuso incluirlo en el nuevo artículo 10 quáter que propondrán como Ejecutivo. 

El Honorable Senador señor Flores manifestó su aprensión con la letra “o” que sigue a la frase “sitios web” y sugirió reemplazarla por la “y”.

La Comisión así lo acuerda.

- La indicación N° 11, fue aprobada, con modificaciones, subsumida en el inciso segundo de la indicación N° 16.A, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.

La indicación N° 12, del Honorable Senador señor Chahuán, agrega el siguiente numeral 2, nuevo:


“2. En el inciso 2º del artículo 5 de la ley Nº 20.585, a continuación de “La Superintendencia notificará”, intercálese la expresión “por medios electrónicos”.

El señor Junyent señaló que esta indicación se encuentra recogida en una indicación del Ejecutivo, que se verá más adelante, que hace referencia a la notificación electrónica. 


- La indicación N° 12, fue aprobada, con modificaciones, subsumida en la indicación N° 16, letra d), por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.

La indicación N° 13, del Honorable Senador señor Chahuán, reemplaza en el numeral 1), inciso cuarto del artículo 5° de la ley N° 20.585, el guarismo “7,5 unidades tributarias mensuales” por “30 unidades tributarias mensuales y suspensión hasta por treinta días de la facultad para otorgar licencias médicas”.

- La indicación N° 13, fue aprobada, con modificaciones, subsumida en las indicaciones N° 9 a 10.A, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.
Numeral 3, nuevo
La indicación N° 14, de Honorable Senador señor Chahuán, agrega el siguiente numeral 3, nuevo, al artículo único:

“3. A continuación del artículo 5 de la ley Nº 20.585, agregase el siguiente artículo 5 bis:

Artículo 5º bis. En casos calificados, esto es, cuando el promedio de emisión considerando la especialidad del profesional, o el número de licencias emitidas por día, mes o año, exceda del 200% la emisión promedio de acuerdo al registro de emisión vigente, la Superintendencia de Seguridad Social deberá ejercer sus facultades sancionatorias de acuerdo a la ley dentro del término de 5 días contados desde que los antecedentes fueron conocidos por la autoridad.

En este caso, el instructor del procedimiento ordenará y notificará junto con el requerimiento de informe sobre los hechos investigados, la suspensión de la habilitación para la emisión de licencias médicas hasta que el profesional entregue justificación plausible de la emisión, o bien hasta la completa tramitación del procedimiento.

En los demás casos, los profesionales sometidos a investigaciones administrativas, durante el procedimiento podrán emitir sus licencias solo en formato papel, y no podrán emitir más de 150 licencias médicas dentro de los 12 meses siguientes a la notificación del requerimiento de informe sobre los hechos investigados. Esta medida se renovará por iguales periodos, hasta la completa tramitación del procedimiento.”.
El Honorable Senador señor Chahuán sostuvo que ya fue recogido por las modificaciones anteriormente aprobadas.

El señor Junyent comentó que de alguna manera ha quedado recogida, pero por otra parte observó que contiene algunos aspectos que podrían irrogar gasto fiscal, lo que hace difícil su aprobación.

- La indicación N° 14, fue retirada por su autor.

Numeral 4


El numeral 4 aprobado en general, modifica el artículo 8 de la ley N° 20.585, mediante tres literales. Solo fue objeto de indicaciones la letra b), que modifica el inciso tercero del artículo 8, que establece sanciones aplicables por la Superintendencia de Seguridad Social.
Letra b)

La indicación N° 15, de S.E. el Presidente de la República, reemplaza la letra b) del numeral 4, por la siguiente:
“b) Reemplázase el actual inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, por el siguiente:

“Si de conformidad al procedimiento establecido en este artículo se acreditan los hechos denunciados o investigados, la Superintendencia aplicará las siguientes sanciones, teniendo a la vista el mérito de la investigación:

1) Suspensión por 60 días de la facultad para visar el otorgamiento de licencias médicas en instituciones de Salud Previsional y en las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, suspensión por el mismo periodo de tiempo del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 140 unidades tributarias mensuales. La multa podrá elevarse al doble en caso de constatarse que la postergación de la resolución, el rechazo o la modificación de la licencia médica sin fundamento médico han sido reiterados.

2) Suspensión por 180 días de la facultad para visar el otorgamiento de licencias médicas en Instituciones de Salud Previsional y en las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, suspensión por el mismo periodo de tiempo del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 200 unidades tributarias mensuales, en caso de reincidencia dentro del período de 5 años contados desde la fecha de notificación de la resolución que impuso la primera sanción.

3) Suspensión por 1 año de la facultad para visar el otorgamiento de licencias médicas en Instituciones de Salud Previsional y en las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, suspensión por el mismo periodo de tiempo del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 350 unidades tributarias mensuales, en caso de segunda reincidencia dentro del período de 5 años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impuso la primera sanción.
4) Suspensión por 3 años de la facultad para visar el otorgamiento de licencias médicas en Instituciones de Salud Previsional y en las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, la cancelación del Registro Nacional de Prestadores individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 600 unidades tributarias mensuales, en caso de tercera reincidencia dentro del período de 5 años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impuso la primera sanción.”.
El señor Junyent sugirió aprobar la indicación con la adecuación del artículo 5, sobre todo en lo que dice relación con la suspensión de 3 años que se debe armonizar con los otros artículos.

El Honorable Senador señor Flores solicitó modificar la frase final del número 3) de la indicación: “contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impuso la primera sanción.”, por la siguiente “contados desde que la sanción quedó firme y ejecutoriada”, de lo contrario, el plazo podría ser indefinido terminando sin sanciones.

El señor Junyent comentó que la propuesta es que la resolución produzca efecto desde que esté firme y ejecutoriad. En tal sentido, manifestó una duda, dado que las sanciones en el acto administrativo, requieren solamente que causen ejecutoria para efectos de aplicación de multas y demás sanciones. 


- La indicación N° 15, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.
La indicación N° 15.A, de S.E. el Presidente de la República modifica la indicación N° 15, en el siguiente sentido:

a)
Reemplázase, en el numeral 1) propuesto, el guarismo “60” por “180”.

b)
Reemplázase, en el numeral 2) propuesto, la frase “180 días” por 1 año.

c)
Reemplázase el numeral 3) propuesto, por el siguiente:

“3) Suspensión por 3 años de la facultad para visar el otorgamiento de licencias médicas en Instituciones de Salud Previsional y en las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, la cancelación del Registro Nacional de Prestadores individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 350 unidades tributarias mensuales, en caso de tercera reincidencia dentro del período de 5 años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impuso la primera sanción.”.

d)
Reemplázase, en el numeral 4) propuesto, la expresión “por 3 años” por “perpetua”.

La señora Superintendenta de Seguridad Social manifestó que va en línea con las investigaciones que se pueden cursar a los contralores médicos y que iguala las sanciones establecidas para los profesionales de la salud que emiten la licencia médica, contemplada en el artículo 5.
El señor Junyent precisó que en el numeral 3 propuesto por la letra c) de la indicación, se debe hacer una corrección y reemplazar “350 unidades tributarias mensuales” por “600 unidades tributarias mensuales”, para que quede armonizado con el artículo 5. 

La Comisión así lo acuerda. 
Con posterioridad, el señor Junyent comentó que el Ejecutivo está reevaluando las sanciones a los médicos contralores de las COMPIN. Se trata de un tema en conversación con la SUSESO y con el Ministerio del Trabajo, dado que en principio podría parecer excesiva una sanción monetaria y la suspensión de registro a un funcionario que tiene un régimen sancionatorio especial, contenido en el estatuto administrativo y respecto del cual, las multas podrían hacer prácticamente imposible la ejecución del cargo, atendidas la remuneración pública.

El Honorable Senador señor Chahuán recordó que le plantearon al Ejecutivo la revisión de un tema relacionado con la indicación 7.A, porque se estaban dejando fuera a las Isapres. 
La señora Superintendenta de Seguridad Social aclaró que el artículo 8 de la ley vigente, permite la investigación de los médicos contralores de Isapres.

El proyecto de ley iguala el sistema para los médicos contralores de la COMPIN. Lo que señaló el señor Junyent es que por ser funcionarios públicos de la COMPIN ya tendrían medidas severas.

Pero actualmente la ley contempla la posibilidad de que se hagan investigaciones que avalan los médicos contralores de Isapres.

El Honorable Senador señor Chahuán solicitó que explicite de mejor manera, como se concreta esa facultad que existe en la norma.
La señora Superintendenta de Seguridad Social comentó que, en la ley vigente, artículo 8 señala expresamente que, al contralor médico de una Institución de Salud Previsional, cuya función es la autorización, modificación o rechazo de las licencias médicas, que ordena bajo su firma rechazar o modificar una licencia médica sin justificación, se le puede iniciar un proceso de investigación por parte de la Superintendencia de Seguridad Social.

Es decir, la ley actual ya establece la facultad otorgada a la SUSESO para iniciar estos procesos, hay contralores médicos que han sido sancionados en virtud de la ley.

Lo que el proyecto de ley en estudio realiza, es extender esta facultad de investigar a los contralores de la COMPIN y dado que los funcionarios son públicos que tienen sanciones establecidas en el estatuto administrativo, podría reestudiarse la extensión de las sanciones para los contralores de la COMPIN.
El Honorable Senador señor Chahuán consideró que hay una confusión, una materia dice relación con la sanción a los médicos de la contraloría de Isapres y otra diferente es la que señala que la denuncia se pueda provocar por parte de las Isapres a médicos licenciosos.

La señora Superintendenta de Seguridad Social manifestó que el artículo 5 de la ley vigente, señala que la Superintendencia de Seguridad Social recibe denuncias y aquello incluye denuncias provenientes desde las Isapres. 

El Honorable Senador señor Flores consultó si la institución supervisora actúa previa denuncia o hay una investigación de oficio también.

La señora Superintendenta de Seguridad Social aclaró que el artículo 5 establece que pueden realizar una denuncia: las Isapres, la COMPIN y FONASA. Pero, además, la SUSESO tiene la facultad para iniciar de oficio investigaciones. 

- La indicación N° 15.A, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.

Numeral 5


El numeral 5, del artículo único, agrega los siguientes nuevos artículos 10 bis, que establece un sistema de información, que permite el otorgamiento y tramitación electrónica de licencias médicas; 10 ter, regula el pago de las multas impuestas por la SUSESO; 10 quáter, trata sobre la publicación de las sanciones en un Registro Público; 10 quinques, establece plazos de prescripción para investigar y el artículo 10 sexies, establece la facultad para recabar antecedentes clínicos y otros que sean necesarios.
La indicación N° 16, de S.E. el Presidente de la República, modifica el numeral 5, de la siguiente manera:

a)
Reemplázase el artículo 10 bis por el siguiente:
“Artículo 10 bis.- La Superintendencia de Seguridad Social fiscalizará y supervigilará, conforme a la normativa legal y reglamentaria aplicable al efecto,  el sistema de información, administrado por una o más entidades, que permita el otorgamiento y tramitación electrónica de las licencias médicas y asegure la generación de los respectivos comprobantes de otorgamiento. En todo caso, el profesional que emita la licencia médica deberá proporcionar al trabajador respectivo el comprobante de su otorgamiento.

La Superintendencia de Seguridad Social estará facultada para dictar una o más normas de carácter general que regulen las condiciones de funcionamiento del sistema de información señalado en el inciso precedente. En su rol de fiscalización y supervigilancia, la Superintendencia de Seguridad Social velará, especialmente, por el cumplimiento de las normas en materia de protección de datos contenidas en la Ley N°20.584, que Regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud y en la Ley N°19.628, Sobre protección a la vida privada.

En conformidad a lo dispuesto en este artículo, la Superintendencia y las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán instruir a la o las entidades que operen el sistema, que suspendan la facultad de emisión de licencias médicas a los profesionales que sean sancionados en conformidad a los procedimientos establecidos en los artículos 1° ter, 2°, 5º y 8 de esta ley, indicando el período por el cual se deberá mantener la referida suspensión.”.
b)
Modifícase el artículo 10 quinquies en el siguiente sentido:

i)
Reemplázase, en el inciso primero, la voz “dos” por “cinco”.

ii)
Reemplázase, en el inciso segundo, la voz “dos” por “cinco”.

c)
Modifícase el artículo 10 sexies en el siguiente sentido:  

i)
Intercálase, en el inciso segundo, entre la voz “honorarios” y “por la prestación profesional”, la oración “, facturas, y en general, los documentos tributarios”.

ii)
Incorpórase, el siguiente inciso tercero, nuevo:

“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, las Cajas de Compensación y de Asignación Familiar deberán informar a la Superintendencia, tan pronto tomen conocimiento, de cualquier conducta sospechosa que afecten a las empresas afiliadas y sus trabajadores respecto de la tramitación y pago de subsidios por incapacidad laboral derivado de una licencia médica.”.

d)
Incorpóranse los siguientes artículos 10 septies y octies, nuevos:

“Artículo 10 septies.- Las sanciones aplicadas conforme a los procedimientos regulados en esta ley se anotarán en el Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud, información que deberá ser claramente visible para quienes consulten dicho registro; en especial, en lo que dice relación con las suspensiones vigentes.
En el evento que se ordenara la suspensión del prestador del Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud, este podrá continuar con la prestación de las garantías en salud en actual otorgamiento, solo para los efectos del cumplimiento de la garantía de oportunidad, siempre que informe de esta suspensión al beneficiario y este consienta expresamente en ello. De la misma manera, los prestadores institucionales de salud deberán informar a la persona de la alternativa de continuar su tratamiento con otro profesional, si existiese. Para el caso que esto no fuese posible, o que el beneficiario no quisiera continuar su tratamiento con el prestador suspendido, la Isapre o Fonasa deberán designar un nuevo prestador dentro de los plazos contemplados en la respectiva garantía.

Artículo 10 octies.- Salvo que se disponga expresamente otra modalidad, los plazos de esta ley corresponderán a días corridos. En todo lo demás, se aplicará lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley N°19.880, que Establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.

Las notificaciones a las que se refiere esta ley se practicarán por medios electrónicos a los correos electrónicos que mantengan las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez y la Superintendencia de Seguridad Social, salvo que el prestador informe su voluntad de ser notificado en un domicilio digital distinto. En todo lo demás, se aplicará lo dispuesto en el párrafo 1 del Capítulo III de la Ley N° 19.880. 

En todo caso, a los procedimientos regulados por esta ley se les aplicarán supletoriamente las normas de la ley N° 19.880.”.
El señor Junyent, respecto de la letra b) de la indicación N° 16, manifestó que el objetivo es que la norma sea concordante con la jurisprudencia de la Corte Suprema, que aumentó el plazo de prescripción a cinco años. 

Al igual que la letra c), numeral i), que corresponde a una norma adecuatoria, dado que, con la incorporación de nuevos tipos de sociedades y empresas individuales, resulta insuficiente considerar solo las boletas de honorarios, por lo cual, proponen ampliarlo a otras formas de documentos tributarios.

- La indicación N° 16, letras a), b) y c) fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya. La letra d), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes, señores Castro González, Chahuán, Flores y Macaya.
Con posterioridad, se presentó la indicación N° 16.A, de S.E. el Presidente de la República para sustituir el artículo 10 quáter, introducido por el numeral 5, por el siguiente:

“Artículo 10 quáter.- La Superintendencia de Seguridad Social publicará, en su sitio web, un registro público de las sanciones aplicadas conforme al procedimiento establecido en esta ley, las que se incluirán desde que la resolución que las haya cursado se encuentre notificada.

Los prestadores de salud deberán publicar el registro a que se refiere el inciso anterior en sus sitios web y en algún lugar físico del establecimiento de salud.

Además, la Superintendencia de Seguridad Social deberá mantener publicado permanentemente en su sitio web un registro con el promedio de emisiones de licencias médicas de cada prestador individual por día, mes y año, y especialidad, el que deberá ser actualizado cada tres meses.”.

El señor Junyent comentó que el Ejecutivo refundió en esta indicación todas las indicaciones de iniciativa parlamentaria.

La señora Superintendenta de Seguridad Social consideró que se trata de una modificación relevante habilitar a la SUSESO para hacer público a la ciudadanía las sanciones que cursa.

Por su parte, contar con una publicación permanente del promedio de emisiones de licencias médicas, es un tema en el que se encuentran trabajando, pero valoró su establecimiento en la ley para que tenga permanencia.

El Honorable Senador señor Chahuán observó que está recogido lo planteado por los integrantes de la Comisión, cuyo objeto es permitir mayor transparencia respecto al seguimiento de las licencias médicas otorgadas.
- La indicación N° 16.A, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.

La indicación N° 17, de los Honorables Senadores señores Flores, Castro González, Kast, Macaya y Chahuán, sustituye en el numeral 5, el texto del artículo 10 bis propuesto, por uno nuevo del siguiente tenor: 

“Artículo 10 bis.- La Superintendencia de Seguridad Social fiscalizará y supervigilará, conforme a la normativa legal y reglamentaria aplicable al efecto,  el sistema de información, administrado por una o más entidades, que permita el otorgamiento y tramitación electrónica de las licencias médicas y asegure la generación de los respectivos comprobantes de otorgamiento. En todo caso, el profesional que emita la licencia médica deberá proporcionar al trabajador respectivo el comprobante de su otorgamiento.

La Superintendencia de Seguridad Social estará facultada para dictar una o más normas de carácter general que regulen las condiciones de funcionamiento del sistema de información señalado en el inciso precedente, las que deberán contener el tiempo mínimo que medie entre cada emisión de licencia médica, el uso de la técnica de geolocalización para asegurar la respectiva emisión en el territorio nacional, número de días recomendados según la patología diagnosticada, información de los períodos de reposo que el paciente ha tenido, así como de eventuales comorbilidades o episodios anteriores que complementen el diagnóstico. En su rol de fiscalización y supervigilancia, la Superintendencia de Seguridad Social velará, especialmente, por el cumplimiento de las normas en materia de protección de datos contenidas en la ley N°20.584, que Regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud y en la ley N°19.628, Sobre protección a la vida privada.

En conformidad a lo dispuesto en este artículo, la Superintendencia y las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán instruir a la o las entidades que operen el sistema, que suspendan la facultad de emisión de licencias médicas a los profesionales que sean sancionados en conformidad a los procedimientos establecidos en los artículos 1° ter, 2°, 5º y 8 de esta ley, indicando el período por el cual se deberá mantener la referida suspensión.”.
El señor Junyent hizo presente que propusieron una nueva redacción para el artículo 10 quáter, indicación 16.A, aprobada precedentemente, que recoge varios puntos planteados por los parlamentarios.

El Honorable Senador señor Chahuán, si bien se entiende que la indicación es inadmisible, valoró el patrocinio del Ejecutivo en la indicación señalada.

- La indicación N° 17, fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión.

La indicación N° 18, del Honorable Senador señor Chahuán, incorpora un nuevo artículo 10 bis y 10 ter:

“Artículo 10 bis: Crease un Sistema tecnológico de Apoyo a la Gestión y Pronunciamiento de licencias médicas, denominado “Plataforma de Licencias Médicas”, con el objetivo de gestionar y fiscalizar el sistema de licencias médicas y subsidio de incapacidad laboral, el que será administrado por la Superintendencia de Seguridad Social y de uso obligatorio por parte de emisores y receptores de estas licencias, así como de todos los organismos que intervienen en su tramitación y en la del subsidio de incapacidad laboral. 

La Superintendencia de Seguridad Social estará́ facultada para exigir de los organismos públicos, tales como la Dirección del Trabajo, el Servicio de Impuestos Internos, el Ministerio de Salud y todos los organismos dependientes o relacionados con dicho Ministerio, entidades de salud primaria municipal, y cualquier organismo público o privado que disponga de información, laboral, previsional o de salud, el acceso o la remisión de los datos y la información necesaria, sea de los trabajadores, empleadores o profesionales habilitados para emitir licencias médicas, para el cumplimiento de sus funciones y realizar el tratamiento de los mencionados datos, especialmente para el debido control del uso de licencias médicas por parte de trabajadores. 

La Superintendencia de Seguridad Social dará́ acceso a dicha información a todas las entidades públicas o privadas que participen de la autorización de licencias médicas y el pago de subsidio por incapacidad laboral. 

El tratamiento de los datos e información que se recabe, conforme los incisos precedentes, servirán a las COMPIN e ISAPRES, según corresponda en el proceso de autorización de licencias médicas y a la Superintendencia de Seguridad Social, para la resolución de reclamaciones en estas materias, así́ como para el seguimiento en la plataforma mencionada, de las licencias médicas emitidas, aprobadas, reducidas, rechazadas, control de sus emisores a efectos de eventuales procesos sancionatorios, como también para fines estadísticos. 

En el caso de los procesos sancionatorios, la Superintendencia, regulará el mecanismo de coordinación con las entidades mencionadas en el inciso primero y cualquier otro que sea necesario, previa consulta con ellos. 

Un reglamento expedido por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y el Ministerio de Salud regulará la normativa, conforme criterios aquí́ contenidos y ajustado a los principios de transparencia, participación, economía administrativa y control efectivo. 

Para los efectos antes señalados, no regirá́ lo establecido en el inciso segundo del artículo 35 del Código Tributario.

Artículo 10 ter: El personal de la Superintendencia de Seguridad Social, así́ como las entidades públicas y privadas que participan de la autorización de licencias médicas y pago de subsidio por incapacidad laboral, a quienes la referida Superintendencia de acceso al Sistema para la realización de sus funciones, deberá́ guardar reserva y secreto absolutos de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba efectuar o proporcionar de conformidad a sus funciones. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley No 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.”.
El Honorable Senador señor Chahuán, sin perjuicio de señalar que esta indicación es inadmisible, planteó al Ejecutivo la necesidad de realizar las adecuaciones tecnológicas necesarias para el seguimiento y conocimiento público, respecto de aquellos médicos licenciosos que han hecho un negocio con la emisión de licencias falsas.

El Honorable Senador señor Flores mencionó que es importante que el Ejecutivo considere este tema dentro de la reforma. Añadió que es un cambio importante en la arquitectura de los sistemas de información del sector. 

El señor Junyent señaló que el cambio de la arquitectura del sistema tecnológico también implica gastos, no obstante ello, hay una mesa de trabajo que está realizando los estudios y analizando antecedentes para la próxima reforma del subsidio de incapacidad laboral y parte de esa reforma contempla el diseño de un nuevo sistema de información. 

La Comisión de Salud acordó registrar en el presente informe, el compromiso del Ejecutivo de considerar el diseño de una nueva arquitectura tecnológica del sistema de información.
La indicación N° 18, fue retirada por su autor.
La indicación N° 19, del Honorable Senador señor Chahuán, incorpora un nuevo artículo 10 septies:  

“Articulo 10 septies: Cuando la Comisión Médica Central de la Superintendencia de Pensiones rechaza la declaración de invalidez de una persona a quien en su sistema de salud común se le han rechazado las licencias médicas por estar emitidas con un diagnóstico irrecuperable, deberá ser derivado a una Comisión Especial que resuelva la situación, la que deberá ser integrada por un médico de la entidad encargada de pronunciarse respecto de la licencia (COMPIN o ISAPRE), según corresponda; un médico designado por FONASA o por la Superintendencia de Salud, según el sistema de salud del paciente, un médico designado por la Superintendencia de Pensiones y un médico designado por la Superintendencia de Seguridad Social, quien la presidirá́ y dirimirá́ en caso de empate. La Comisión Especial deberá́ analizar todos los informes y antecedentes médicos que existan en el expediente de trámite de calificación de invalidez, más aquellos de que dispongan las entidades encargadas de pronunciarse de las licencias médicas. La Comisión tendrá́ facultades para solicitar la ficha médica del trabajador o trabajadora, sea a un organismo público o privado o a un profesional individual, pudiendo establecerse multas en caso de infracción de esta obligación. 

Con todos los antecedentes señalados, más el examen personal del trabajador o trabajadora, se deberá́ determinar si el tratamiento ha sido adecuado y suficiente, y en su caso, ordenará a quien corresponda su realización, según el sistema de salud al que pertenezca, los que deberán hacerse dentro del plazo de que se establezca, período durante el cual a la persona no se le podrán rechazar licencias médicas por diagnóstico irrecuperable. Efectuado los tratamientos ordenados, se deberá́ evaluar nuevamente al trabajador o trabajadora. 

Si del estudio inicial de los antecedentes o del posterior que se realice luego de haberse efectuado los tratamientos ordenados, se concluye que la persona se ha recuperado, en términos de estar en condiciones de reintegrase a trabajar, la Comisión así́ lo declarará y no procederá́ que se autoricen más licencias por las mismas patologías. En caso contrario, esto es, que no hay tratamientos pendientes que permitan la recuperación del trabajador o trabajadora para volver a trabajar, se presumirá́ que presenta una invalidez a lo menos parcial, procediéndose a su declaración. 

En cada región del país deberá́ existir una Comisión Especial para los fines señalados en el presente artículo. Sin perjuicio de lo anterior, podrá́ designarse más de una Comisión en aquellas Regiones que lo requieran, en razón de la cantidad de trabajadores que en ellas laboren o de la distancia de sus centros poblados. 

Un Reglamento dictado conjuntamente por los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y Ministerio de Salud, dentro de los 180 días siguientes a la fecha de publicación de esta ley regulara la forma de designación de los médicos que la deberán integrar, quórum para sesionar, su financiamiento y todo lo que se requiera para su implementación y funcionamiento.”.
El Honorable Senador señor Chahuán sostuvo que, si bien la indicación es inadmisible, la presentó para que sea considerada por el Ejecutivo.
El Honorable Senador señor Flores consideró relevante el contenido de la indicación, que consiste en asegurar el ingreso a una persona, mientras no se determine su condición de invalidez. Estimó que el Ejecutivo debería considerarlo, particularmente, en la próxima reforma.

- La indicación N° 19, fue retirada por su autor.
La indicación N° 20, del Honorable Senador señor Chahuán, incorpora un nuevo artículo 10 octies:

“Artículo 10 octies:  Los facultativos emisores de licencias médicas deberán tener a la vista las instrucciones y estándares que el Ministerio de Salud emite para el pronunciamiento de licencias médicas, especialmente el rango de días de reposo según patologías, en particular lo dispuesto en el Decreto Supremo N° 7 de 2013, del Ministerio de Salud o de la normativa que lo complemente reemplace. En caso que el emisor no siga los estándares referidos deberá́ justificarlo a través de la plataforma tecnológica u otro medio que disponga la Superintendencia de Seguridad Social, conforme a sus facultades, adjuntado los informes y antecedentes que se le hayan requerido, a través de la plataforma.”.
El Honorable Senador señor Chahuán informó que retirará la indicación. Sin embargo, consideró que el Ejecutivo tiene la oportunidad de resolver el tema de fondo acerca de los procedimientos para el otorgamiento de licencias médicas.

El señor Junyent expresó que como Ejecutivo tienen una propuesta alternativa. Comentó que el Ministerio de Salud ya priorizó para el año 2023, mejorar el decreto supremo N° 57. Se comprometió a incorporar esta indicación en la discusión técnica.

- La indicación N° 20, fue retirada por su autor.

- - -
Numerales nuevos
La indicación N° 21, de S.E. el Presidente de la República, incorpora el siguiente numeral 8, nuevo:

“8. Agrégase, a continuación del artículo 12, el siguiente artículo 13, nuevo:

“Artículo 13.- Agregáse, en el artículo 13 de la ley N°20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, la siguiente letra f), nueva:

“f) A la Superintendencia de Seguridad Social y a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, en el ejercicio de las facultades que les concede la ley N°20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas.”.”.

- La indicación N° 21, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Flores y Macaya.
- - -
La indicación N° 22, del Honorable Senador señor Chahuán, agrega un numeral nuevo del siguiente tenor:

“Artículo (…).- Reemplazar el artículo 14 del DFL Nº44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, por el siguiente:

“Artículo 14°: Los subsidios se devengarán desde el primer día de la correspondiente licencia médica.”.”.
El Honorable Senador señor Chahuán adelantó que la indicación es inadmisible. El objetivo de su presentación se debe al complejo tema que generan los días de carencia, razón por la cual, llamó al Ejecutivo a revisar este punto, que es uno de los motivos por el cual se otorgan más días de licencia del que corresponde.

El señor Junyent señaló que la indicación propuesta excede las ideas matrices del proyecto de ley. Sin embargo, se comprometió a incorporar este tema en la discusión de la mesa técnica.

- La indicación N° 22, fue retirada por su autor.

La indicación N° 23, del Honorable Senador señor Chahuán, agrega un numeral nuevo del siguiente tenor:
“(..).- agregar un artículo nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo (…).- Modificase la ley 20.261 en el siguiente sentido:

Incorpórese a continuación del inciso cuarto del artículo 1º, la siguiente expresión:

 “Sin perjuicio de lo expuesto, el examen deberá evaluar contenidos relativos al marco normativo vigente sobre sanciones administrativas y penales, por emisión injustificada o fraudulenta de licencias médicas.”.”.

El Honorable Senador señor Chahuán estimó que la materia es admisible y consultó la opinión del Ejecutivo sobre este punto.
El señor Junyent consideró que, a su juicio, excede la idea matriz del proyecto de ley, argumentó que el contenido del EUNACOM se refiere a temas técnicos y no a temas administrativos.
El Honorable Senador señor Chahuán estimó que se encuentra dentro del contexto de las ideas matrices. Afirmó que el objeto de la indicación es entregar antecedentes a los médicos sobre las consecuencias de la emisión fraudulenta de licencias médicas.
El Honorable Senador señor Flores observó que esta indicación es necesaria, ya que, al ser incorporado el punto, ningún médico que apruebe el EUNACOM podrá alegar que desconocía las consecuencias de emitir una licencia médica indebida. Consideró que es absolutamente admisible.


- La indicación N° 23, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.
La indicación N° 24, del Honorable Senador señor Chahuán, agrega a continuación, el siguiente numeral, nuevo:

“(..).-agregar un artículo nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo …. .- Modificase el artículo 202 del Código Penal en el siguiente sentido: 

a) Reemplazase en el inciso segundo la oración “las penas de reclusión en sus grados mínimo a medio”, por “las penas de reclusión en sus grados medio a máximo”.

b) Reemplazase en el inciso tercero la expresión “con las mismas penas y una multa de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales” por “con presidio menor en su grado mínimo a máximo y una multa de trecientas a mil unidades tributarias mensuales.”.

c) Agregase el siguiente inciso final nuevo:

“Las mismas penas se impondrán, al que maliciosamente use los documentos falsos, cualquiera sea la forma en que los haya obtenido.”.”.
El Honorable Senador señor Chahuán afirmó que es necesario modificar las normas del Código Penal, no basta con mayores multas o la suspensión de la facultad de emitir licencias, también se requiere aumentar las sanciones penales.
Recordó que propuso modificar el título del proyecto de ley y ampliarlo al ámbito penal.   
Indicó que actualmente, la materia se encuentra regulada en el artículo 202 del Código Penal. Estimó que también debería considerar sanciones para las personas que se beneficien de las licencias médicas falsas que obtuvieron.

Propuso estudiar la proporcionalidad de las penas que, respecto a los médicos, aumenta en un grado. 

El señor Junyent observó que la indicación N° 24 está recogida en las indicaciones N° 25 y 26, que también son de autoría parlamentaria.
Insistió que el proyecto de ley contempla sanciones administrativas e incorporar sanciones penales podría hacer más lenta la tramitación de la iniciativa. El objetivo es que los organismos relacionados, las Superintendencias y la COMPIN, cuenten con herramientas y con nuevas atribuciones que les permitan suspender la emisión de grandes licencias médicas y sancionar adecuadamente a los infractores, con medidas de apremio pertinentes.

El Honorable Senador señor Chahuán fue de la opinión de que no excede los límites de la idea matriz del proyecto, por el contrario, va en la dirección correcta.

El Presidente del COLMED, señor Patricio Meza insistió que existe consenso, dentro del organismo que representa, sobre la necesidad de endurecer las penas e incluso plantear directamente la decisión de suspender temporal o definitivamente del ejercicio de la medicina al profesional condenado, luego del respectivo proceso penal.

La Superintendenta de la SUSESO reforzó lo señalado por el señor Junyent. Consideró que este proyecto de ley aborda el problema desde el ámbito administrativo, otorgando mayores facultades a la COMPIN y a la Superintendencia de Seguridad Social, para actuar y sancionar rápidamente, con el fin de terminar con las malas prácticas.

Esta indicación, si bien puede ir en la línea adecuada, va más allá del objeto de este proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Flores señaló que la indicación en estudio no está subsumida en las indicaciones N°s 25 y 26, porque la N° 24 se refiere a las penas y las otras hacen referencia a la inhabilitación, contienen temas distintos, aunque complementarios.

Otro tema dice relación con la letra c) de la indicación en estudio, porque es diferente la condición del médico que reiteradamente comete una falta, a la situación del receptor. 
El Honorable Senador señor Chahuán propuso que la sanción para los que utilizan documentos falsos, sean las mismas que para los facultativos, pero disminuida en dos grados.

La Comisión así lo acuerda.


- La indicación N° 24, letras a y b, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya. La letra c), fue aprobada, con modificación, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores y Macaya.
- - -
La indicación N° 25, de los Honorables Senadores señores Flores, Castro González, Kast, Macaya y Chahuán, agrega un nuevo artículo segundo, pasando el actual artículo único a ser artículo primero, del siguiente tenor: 

“Artículo segundo.- Modifícase el Código Penal, de la siguiente forma: 

1.- Sustitúyase en el artículo 21, en el acápite "Penas de simples delitos", la oración "Inhabilitación especial temporal para emitir licencias médicas” por “Inhabilitación especial temporal para ejercer la profesión de médico cirujano”, e intercálase a continuación lo siguiente: “Inhabilitación especial perpetua para ejercer la profesión de médico cirujano.”.
2.- Modifícase el artículo 202 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyanse en el inciso tercero las expresiones “inhabilitación especial temporal para emitir licencias médicas”, por “inhabilitación especial temporal para ejercer la profesión de médico cirujano”.”

b) Agrégase en el inciso cuarto, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Si el reincidente fuere un facultativo, será castigado con la pena de reclusión mayor en su grado mínimo, multa de cien a mil unidades tributarias mensuales e inhabilitación especial perpetua para ejercer la profesión de médico cirujano.”.
El Honorable Senador señor Flores precisó que se debe incorporar a las matronas y a los cirujanos dentistas en los numerales 1 y 2.


- La indicación N° 25, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya. 
- - -
La indicación N° 26, de los Honorables Senadores señores Flores, Castro González, Kast, Macaya y Chahuán, agrega un nuevo artículo tercero del siguiente tenor: 

“Artículo tercero.- Sustitúyanse en el artículo 156 bis del Código Procesal Penal las expresiones “suspensión de la facultad de emitir dichas licencias” por “suspensión del ejercicio de la profesión de médico cirujano.”.
El Honorable Senador señor Chahuán propuso incorporar a las matronas y a los cirujanos dentistas. Así se acuerda.

- La indicación N° 26, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

- - -
Artículo primero transitorio, nuevo
La indicación N° 27, de S.E. el Presidente de la República, incorpora, antes del artículo transitorio, que pasa a ser artículo segundo transitorio, el siguiente artículo primero transitorio, nuevo:

“Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia desde su publicación. Sin embargo, excepcionalmente, el Registro Público al que hace referencia el artículo 10 quáter comenzará a regir en el plazo máximo de un año contado desde la publicación de esta ley.

Por otra parte, el reglamento a que se refiere al artículo 1 bis de esta ley deberá dictarse en el plazo de 1 año contado desde su publicación.”.

- La indicación N° 27, fue aprobada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.
- - -

La indicación N° 27.A, de S.E. el Presidente de la República incorpora el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo primero transitorio, nuevo, propuesto por la indicación N° 27:

“Dentro del plazo de 60 días contados desde la publicación de esta ley, la Superintendencia de Seguridad Social deberá dictar los actos administrativos generales necesarios para la correcta aplicación de la presente ley.”.

- La indicación N° 27.A, fue aprobada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.

- - -
Artículo primero transitorio
La indicación N° 28, de S.E. el Presidente de la República, reemplaza el artículo transitorio, que ha pasado a ser el artículo segundo transitorio, por el siguiente:

“Artículo segundo transitorio.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y del Ministerio de Salud, según corresponda, y en lo que faltare se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos correspondiente.”.

- La indicación N° 28, fue aprobada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.
- - -

La indicación N° 29, del Honorable Senador señor Chahuán, agrega al artículo transitorio, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:

“Los médicos cirujanos, cirujanos dentistas o matronas que emitan licencias médicas, tendrán el plazo de 90 días corridos, desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, para solicitar su inscripción en el Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud de la Superintendencia de Salud, o bien, para modificar, enmendar o complementar los antecedentes vigentes, en el caso de encontrarse incorporados al referido registro.

Una vez transcurrido el término descrito en el inciso precedente, la Superintendencia de Salud, remitirá junto la Superintendencia de Seguridad Social, la nómina de profesionales inscritos en el registro y habilitados para emitir licencias médicas. Aquellos profesionales que no cumplan con las cargas impuestas en la presente ley, no podrán emitir licencias médicas, hasta su incorporación al Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud.

Respecto de las potestades conferidas en esta ley a la Superintendencia de Seguridad Social, corresponderá a este órgano reglar las formas y oportunidades para su ejercicio, debiendo dictar los actos administrativos de aplicación general que correspondan dentro de los 60 días corridos siguientes a la publicación de la presente ley.”.
El Honorable Senador señor Chahuán señaló que es inadmisible y el motivo de su presentación fue instar al Ejecutivo a patrocinarla, justamente para dar espacio de tiempo a los prestadores que otorgan licencia, para que puedan incorporarse en el Registro.

El señor Junyent manifestó que el Ejecutivo coincide con el espíritu de esta disposición y se comprometió a incorporar en parte la indicación N° 29.

El Honorable Senador señor Flores señaló que en el tercer párrafo indica la Superintendencia de Salud, remitirá junto la Superintendencia de Seguridad Social, la nómina de profesionales inscritos, pero no queda establecido donde remitirá la nómina.

- La indicación N° 29, fue retirada por su autor.
- - -
Artículo tercero transitorio, nuevo 
La indicación N° 30, de S.E. el Presidente de la República incorpora, a continuación del artículo segundo transitorio, el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:
“Artículo tercero transitorio.- Los médicos cirujanos, cirujanos dentistas o matronas que emitan licencias médicas, tendrán el plazo de 90 días corridos, desde la publicación de la presente ley, para solicitar su inscripción en el Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud de la Superintendencia de Salud, o bien, para modificar, enmendar o complementar los antecedentes vigentes, en el caso de encontrarse incorporados al referido registro.

Una vez transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior, la Superintendencia de Salud remitirá a la Superintendencia de Seguridad Social la nómina de profesionales que consten en este el Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud que se encuentren habilitados para emitir licencias médicas.”.

El Superintendente de Salud señaló que esta indicación permitirá completar el Registro Nacional de Prestadores Individuales con la totalidad de aquellos médicos, cirujanos dentistas y matronas, que accedan a la posibilidad de emitir licencias médicas y que eventualmente no están en el registro o que tengan antecedentes que no se han renovado.

Destacó que los 90 días corridos se establecen para la solicitud de inscripción en el Registro, porque después existe un mecanismo de confirmación y chequeo de información, deben recurrir a la fuente de origen, por ejemplo, a la universidad respectiva, para que garantice que el profesional recibió el título de la institución indicada.

El Honorable Senador señor Castro González consultó por la brecha de tiempo que tiene la Superintendencia respecto al Registro de los profesionales que no se han inscrito.

Por otra parte, consultó si tienen los datos sobre la cantidad de licencias emitidas fuera del Registro. 

El Superintendente de Salud señaló que no es una cifra muy elevada, habitualmente son médicos que no son prestadores del sistema GES, por tanto, no requieren estar en el Registro para la garantía de calidad. Eventualmente son médicos que tienen una mayor cantidad de años y que nunca han realizado el trámite de inscripción y ejercen la profesión en el sistema privado. 

A la segunda consulta, informó que no tienen los datos para hacer ese cruce, porque tendrían que tener la información de todos aquellos médicos emisores de licencias.

Sin embargo, la incorporación en esta ley sobre geolocalización, permitirá conocer a quienes emitan licencias médicas desde el extranjero.

El Honorable Senador señor Flores consultó por la cantidad de tiempo que requiere la Superintendencia para incorporar a los profesionales al Registro.

El Superintendente de Salud comentó que hay dos formas de inscribir al profesional, una de ellas es la solicitud que realizan los profesionales a la Superintendencia para ser registrados, y la segunda, es a través de los convenios que la Superintendencia tiene con las entidades que emiten títulos profesionales, las que cada año, envían las generaciones que egresan de las universidades y con esa información se completa el Registro.

En el caso que sea el profesional quien solicita el registro, la Superintendencia de Salud debe hacer la consulta para corroborar la información del título. El tiempo dependerá de respuesta que tarda cada institución.

El Honorable Senador señor Flores explicó que su pregunta dice relación con la obligación que se establece a los emisores de licencias para que en 90 días de entrada en vigencia la ley, requieran su inscripción en el Registro.

La consulta es cuando estará cumplido el espíritu de la ley, con un Registro completo, que permita dar certeza de los profesionales que están habilitados para emitir licencias médicas.

El objeto es no tener un espacio de incertidumbre o de imprecisión. Tal vez, la Superintendencia de Salud puede establecer un plazo a las universidades para remitir la información requerida.

El Superintendente de Salud señaló que dependerá del volumen que se reciba, puede existir poco interés, lo que facilita la interacción con las universidades. Eventualmente, vía convenio, podrían solicitar que se agilice en proceso de verificación de títulos para cerrar el listado.

Como hay un plazo acotado de 90 días para solicitar la inscripción al Registro, conocerán al vencimiento del mismo la dimensión de las solicitudes y será más fácil ver la forma de agilizar el proceso. Comentó que a la Superintendencia le interesa tener cerrado el Registro rápidamente.

- La indicación N° 30, fue aprobada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Castro González, Chahuán, Flores, Kast y Macaya.
- - -
El Honorable Senador señor Castro González planteó que el despacho de este proyecto de ley deja pavimentado el camino para que el Ejecutivo, dentro de la reforma de la salud que se ha propuesto presentar durante el año 2023, realice una modificación más profunda al sistema de subsidio por incapacidad laboral.

El debate acerca del subsidio que realizará el Estado en materia de licencias médicas; el debate sobre las facultades de la COMPIN y el nivel de burocracia que existe; las condiciones en las cuales funciona actualmente desde las SEREMIS de Salud y no desde los servicios de salud, como era antes; la fiscalización del sistema digital, entre otros puntos que debieran estar en la agenda, como una reforma estructural al régimen de subsidio de incapacidad laboral, para evitar los conflictos de interés.
El Honorable Senador señor Chahuán señaló que se requiere una reforma estructural del sistema para facilitar el pago de licencias médicas respecto de aquellos trabajadores que están con algún tipo de discapacidad o requieren un subsidio.

El Honorable Senador señor Flores compartió que este proyecto de ley importa un avance, un primer paso para lograr una respuesta efectiva al subsidio, el problema de los 3 días se debe abordar, así como el pago oportuno de la licencia médica.
El Honorable Senador señor Kast manifestó su satisfacción con el proyecto de ley y la importancia de poner una luz de alerta al fraude de las licencias, que tenía un problema sistémico, porque ha generado un desfinanciamiento global del sistema de salud.

- - - 
TEXTO DEL PROYECTO
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Salud tiene el honor de proponer a la Sala la aprobación, en general, del siguiente proyecto de ley:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°. - Modifícase la ley Nº 20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas, del siguiente modo:

1) Incorpóranse al artículo 1° los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos: 

“Solo podrán emitir licencias médicas aquellos prestadores de salud que se encuentren debidamente inscritos en el Registro Nacional de Prestadores Individuales que para estos efectos lleva la Superintendencia de Salud, y que hayan aprobado el Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina, requisito este último que será exigible solo a quienes hayan obtenido o revalidado, según el caso, su título profesional de médico cirujano, a partir del 19 de abril de 2009.

Con todo, el requisito referido a la aprobación del Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina, no se exigirá a los profesionales señalados en la ley N° 21.274, que habilita temporalmente a los médicos cirujanos que indica, para ejercer sus especialidades en el sector público, que correspondan.

Para los efectos de esta ley, se entenderá por prestadores aquellos profesionales y establecimientos a los que se refiere el artículo 3 de la ley Nº 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.”.

2) Agréganse los siguientes artículos 1° bis y 1° ter, nuevos:

“Artículo 1° bis.- Para emitir una Licencia Médica Electrónica con ocasión de una atención de salud bajo la modalidad de telemedicina, los prestadores deberán acreditar que cuentan con: 

a. Un sistema de registro clínico electrónico integrado con el sistema de información establecido en el artículo 10 bis, y

b. Una plataforma de telemedicina, certificada por un organismo técnico habilitado por el Ministerio de Salud. La plataforma deberá garantizar la calidad de la atención en aspectos técnicos y clínicos, así como también la identidad del prestador y del paciente.
Los requisitos mencionados en el inciso anterior deberán ser acreditados ante la Subsecretaría de Salud Pública que, previa constatación de estos, dictará una resolución que autorice al prestador para emitir licencias médicas electrónicas.
Los prestadores que no acrediten estos requisitos no podrán emitir una licencia médica electrónica. A su vez, la Subsecretaría de Salud Pública suspenderá la habilitación del prestador que ha dejado de cumplir con uno o ambos requisitos.
Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud y suscrito por el Ministerio de Trabajo y Previsión Social, regulará el procedimiento y la forma en que se acreditará el cumplimiento de los requisitos señalados en el inciso primero; y la habilitación y suspensión de la calidad de emisores de licencias médicas electrónicas bajo la modalidad de telemedicina.
Artículo 1° ter.- Durante la sustanciación de los procedimientos administrativos sobre licencias médicas regulados en esta ley, se podrá decretar provisoriamente la suspensión de la emisión de licencias médicas para el profesional investigado, cuando existan antecedentes que permitan presumir la ausencia de un acto médico que justifica la emisión de la respectiva licencia médica.
Por razones fundadas, la suspensión señalada en el inciso anterior podrá ser alzada o modificada durante la tramitación del procedimiento. En todo caso, esta se extinguirá con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente.
En caso de que los hechos que motivaron la suspensión a la que se refiere este artículo puedan constituir crímenes o simples delitos, el funcionario que dictó dicha medida, deberá denunciar aquellos hechos ante el Ministerio Público o ante la policía si no hubiere fiscalía en el lugar en que el funcionario presta sus servicios.”.

3) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 2°:
a) Reemplázanse sus incisos primero y segundo por los siguientes:

“Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán solicitar a los profesionales que por ley emitan licencias médicas que se encuentren sometidas a su conocimiento, la entrega o remisión de los antecedentes o informes complementarios que las respalden; y, por razones fundadas, los citará a una audiencia para aclarar aspectos de su otorgamiento bajo el apercibimiento de aplicar las multas y suspensiones señaladas en el siguiente inciso.

La inasistencia injustificada a las citaciones, como también la negativa a la entrega o la no remisión de los antecedentes solicitados, en los plazos fijados al efecto, los que no podrán exceder de siete días corridos, habilitarán a la Comisión para que, mediante resolución fundada, sancione al profesional con multas a beneficio fiscal de hasta 50 unidades tributarias mensuales. Además, como medida de apremio, la Comisión deberá ordenar la suspensión de la emisión de licencias médicas electrónicas o de papel, como también la venta de formularios de licencias médicas, según corresponda, por el plazo de hasta sesenta días hábiles, en atención a la cantidad de licencias médicas respecto de las cuales se solicitan los antecedentes que no han sido entregados, medida que se renovará automáticamente, mientras persista la conducta del profesional.”.

b) Agrégase, en el inciso tercero a continuación del punto y aparte, que pasa a ser seguido, lo siguiente:
“Transcurrido el plazo para dicha reclamación, corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social informar a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, sobre las reclamaciones presentadas por el prestador sancionado. Lo anterior, dentro del primer día siguiente hábil al del vencimiento del plazo de reclamación.”.

c) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual a ser quinto:
“Interpuesta la reclamación por el prestador sancionado ante la Superintendencia de Seguridad Social, ésta deberá resolverla en un plazo de veinte días. Dicha resolución también deberá ser informada por la Superintendencia de Seguridad Social a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.”.

4) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 5°:
a) Modifícase el inciso primero, en el siguiente sentido: Elimínase la palabra “evidente” y reemplázase la expresión “una investigación” por la frase “un procedimiento de investigación”.
b) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto y así sucesivamente:
“La Superintendencia de Seguridad Social notificará del procedimiento al profesional investigado, al paciente y al empleador, cuando corresponda; y requerirá informe sobre los hechos investigados, en cuyo caso, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la notificación, el profesional investigado deberá acompañar copia íntegra de la ficha clínica, siempre que se circunscriba a la condición o patología que dio origen a la respectiva licencia, u otro documento que acredite la atención médica, en caso de que esta última no exista. Además, el profesional investigado podrá solicitar a la Superintendencia de Seguridad Social que se le cite a una audiencia para complementar los descargos efectuados en el informe antes señalado.
En caso de que el profesional investigado trabaje para un prestador institucional de salud, este podrá solicitar a la institución copia íntegra de la ficha clínica, siempre que se circunscriba a la condición o patología que dio origen a la respectiva licencia, u otro documento que acredite la atención médica, en caso de que esta última no exista. El prestador institucional deberá hacer entrega de dicha información dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde la respectiva solicitud. Si el prestador institucional de salud se negare por cualquier causa a la entrega de la documentación señalada, deberá emitir un certificado fundamentando dicha negativa, el que deberá ser entregado al profesional investigado dentro de cinco días hábiles contados desde la solicitud. Si el prestador institucional de salud no entregase el certificado dentro de plazo, su representante legal será solidariamente responsable del pago de la eventual multa que se imponga al profesional investigado. Lo dispuesto en este inciso no será aplicable a las sociedades en las que el profesional investigado tenga la administración, o que participe directa o indirectamente de, al menos, el diez por ciento de su propiedad, en cuyo caso estará obligado a hacer entrega de la ficha clínica en las condiciones indicadas en el inciso anterior.”.

c) Reemplázanse los incisos tercero y cuarto, que han pasado a ser cuarto y quinto, por los siguientes:
“Transcurrido el plazo de diez días hábiles señalado en el inciso segundo de este artículo o realizada la audiencia de complementación de descargos, la Superintendencia de Seguridad Social resolverá fundadamente. Excepcionalmente, en caso de que, por causa imputable al profesional investigado, este no acompañare el informe y la ficha clínica dentro del plazo señalado en el inciso segundo, y dichos antecedentes fueran necesarios para resolver la investigación, la Superintendencia de Seguridad Social omitirá pronunciamiento y podrá, en este caso, aplicar la medida de apremio establecida en el artículo 2° de esta ley, por el plazo de cinco días, la que se renovará automáticamente mientras persista la conducta del profesional. Una vez recibidos dichos antecedentes, la Superintendencia resolverá fundadamente el caso.
Si de conformidad al procedimiento establecido en este artículo se acredita la emisión de una o más licencias sin existir fundamento médico, es decir, en ausencia de una patología que produzca incapacidad laboral temporal por el período y la extensión del reposo prescrito, la Superintendencia aplicará las siguientes sanciones: 
1) Suspensión de hasta por ciento ochenta días de la facultad para otorgar licencias médicas, del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 140 unidades tributarias mensuales. La multa podrá elevarse al doble en caso de constatarse que la emisión de licencias sin fundamento médico ha sido reiterada.
2) Suspensión hasta por un año de la facultad para otorgar licencias médicas, del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 200 unidades tributarias mensuales, en caso de reincidencia dentro del período de cinco años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impuso la primera sanción.
3) Suspensión hasta por tres años de la facultad para otorgar licencias médicas, del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 350 unidades tributarias mensuales, en caso de segunda reincidencia dentro del período de cinco años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impuso la primera sanción.
4) Suspensión perpetua de la facultad para otorgar licencias médicas, la cancelación del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 600 unidades tributarias mensuales, en caso de tercera reincidencia dentro del período de cinco años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impuso la primera sanción.”.
d) Suprímese el inciso sexto, que ha pasado a ser el séptimo.
e) Reemplázanse, en el inciso séptimo, que ha pasado a ser octavo, los guarismos “10” por “150” y “80” por “350”, respectivamente.”.

5) Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 6° por el que sigue:
“En contra de la resolución que imponga la sanción o de la que recaiga en el recurso de reposición, según corresponda, el profesional afectado podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente al territorio jurisdiccional de su domicilio, en los términos señalados en los incisos primero y tercero del artículo 58 de la ley N° 16.395. Para efectos de la presente ley, el plazo de quince días establecido en el inciso primero de la norma señalada, se contará desde la notificación que se realice de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 2°. El profesional no podrá interponer recurso de reposición una vez presentado el recurso de reclamación que establece la presente ley.”.

6) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:
a) Agrégase, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero y así sucesivamente:
“La Superintendencia de Seguridad Social podrá también, si existe mérito para ello, iniciar una investigación de oficio respecto del contralor médico de una Institución de Salud Previsional o de una Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez que incurra en las conductas antes descritas.”.

b) Reemplázase el actual inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, por el siguiente:
“Si de conformidad al procedimiento establecido en este artículo se acreditan los hechos denunciados o investigados, la Superintendencia aplicará las siguientes sanciones, teniendo a la vista el mérito de la investigación:
1) Suspensión por ciento ochenta días de la facultad para visar el otorgamiento de licencias médicas en Instituciones de Salud Previsional y en las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, suspensión por el mismo periodo de tiempo del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 140 unidades tributarias mensuales. La multa podrá elevarse al doble en caso de constatarse que la postergación de la resolución, el rechazo o la modificación de la licencia médica sin fundamento médico han sido reiterados.
2) Suspensión por un año de la facultad para visar el otorgamiento de licencias médicas en Instituciones de Salud Previsional y en las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, suspensión por el mismo periodo de tiempo del Registro Nacional de Prestadores Individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 200 unidades tributarias mensuales, en caso de reincidencia dentro del período de cinco años contados desde la fecha de notificación de la resolución que impuso la primera sanción.
3) Suspensión por tres años de la facultad para visar el otorgamiento de licencias médicas en Instituciones de Salud Previsional y en las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, la cancelación del Registro Nacional de Prestadores individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 350 unidades tributarias mensuales, en caso de segunda reincidencia dentro del período de cinco años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impuso la primera sanción.
4) Suspensión perpetua de la facultad para visar el otorgamiento de licencias médicas en Instituciones de Salud Previsional y en las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, la cancelación del Registro Nacional de Prestadores individuales y una multa a beneficio fiscal de hasta 600 unidades tributarias mensuales, en caso de tercera reincidencia dentro del período de cinco años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impuso la primera sanción.”.

c) Reemplázase en el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, la frase “informe del” por la frase “traslado al”.
7) Agréganse a continuación del artículo 10, los siguientes artículos 10 bis, 10 ter, 10 quáter, 10 quinquies, 10 sexies, 10 septies y 10 octies, nuevos:
“Artículo 10 bis.- La Superintendencia de Seguridad Social fiscalizará y supervigilará, conforme a la normativa legal y reglamentaria aplicable al efecto,  el sistema de información, administrado por una o más entidades, que permita el otorgamiento y tramitación electrónica de las licencias médicas y asegure la generación de los respectivos comprobantes de otorgamiento. En todo caso, el profesional que emita la licencia médica deberá proporcionar al trabajador respectivo el comprobante de su otorgamiento.
La Superintendencia de Seguridad Social estará facultada para dictar una o más normas de carácter general que regulen las condiciones de funcionamiento del sistema de información señalado en el inciso precedente. En su rol de fiscalización y supervigilancia, la Superintendencia de Seguridad Social velará, especialmente, por el cumplimiento de las normas en materia de protección de datos contenidas en la ley N°20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud y en la ley N°19.628, sobre protección a la vida privada.
En conformidad a lo dispuesto en este artículo, la Superintendencia y las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán instruir a la o las entidades que operen el sistema, que suspendan la facultad de emisión de licencias médicas a los profesionales que sean sancionados en conformidad a los procedimientos establecidos en los artículos 1° ter, 2°, 5º y 8° de esta ley, indicando el período por el cual se deberá mantener la referida suspensión.

Artículo 10 ter.- El monto de las multas impuestas por la Superintendencia de Seguridad Social de conformidad a los artículos 5° y 8° de la presente ley, deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de quince días hábiles contado desde que la resolución se encuentre firme. La persona sancionada deberá ingresar los comprobantes de pago respectivos en las oficinas de la Superintendencia de Seguridad Social dentro de quinto día de efectuado el pago.
Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, se entenderá que la resolución de la Superintendencia de Seguridad Social se encuentra firme una vez que se hayan agotado las instancias de recursos y reclamaciones establecidas en la presente ley o habiéndose vencido los plazos para ello sin que el interesado haya hecho valer los señalados recursos y reclamaciones. 
Las multas que se impongan por infracción a las disposiciones de esta ley serán a beneficio fiscal.
Las resoluciones que establezcan las infracciones y determinen las multas tendrán mérito ejecutivo y se harán exigibles por la Tesorería General de la República, en los términos previstos en el inciso segundo del artículo 35 del decreto ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado. Para los efectos anteriores se aplicará lo establecido en el artículo 53 del Código Tributario.
La Tesorería General de la República podrá retener de la devolución de impuestos a la renta que le correspondiese anualmente al infractor de esta ley, los montos que se encontraren impagos según lo informado por la Superintendencia de Seguridad Social e imputar dicho monto al pago de la mencionada deuda, debiendo comunicar a dicha Superintendencia el monto retenido.

Artículo 10 quáter.- La Superintendencia de Seguridad Social publicará, en su sitio web, un registro público de las sanciones aplicadas conforme al procedimiento establecido en esta ley, las que se incluirán desde que la resolución que las haya cursado se encuentre notificada.
Los prestadores de salud deberán publicar el registro a que se refiere el inciso anterior en sus sitios web y en algún lugar físico del establecimiento de salud.
Además, la Superintendencia de Seguridad Social deberá mantener publicado permanentemente en su sitio web un registro con el promedio de emisiones de licencias médicas de cada prestador individual por día, mes y año, y especialidad, el que deberá ser actualizado cada tres meses.

Artículo 10 quinquies.- La Superintendencia de Seguridad Social y las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez no podrán investigar, solicitar antecedentes médicos complementarios o citar a profesionales emisores por licencias médicas emitidas con una antigüedad superior a cinco años.
Asimismo, tampoco podrán aplicar ninguna de las sanciones establecidas en esta ley luego de transcurridos cinco años contados desde la fecha en que se notificó el inicio del respectivo procedimiento administrativo sancionatorio o se efectuó la solicitud de antecedentes médicos complementarios.

Artículo 10 sexies.- La Superintendencia de Seguridad Social y la Comisión Medica Preventiva e Invalidez podrán requerir a los prestadores de salud, sean estos públicos o privados, y a los profesionales investigados que hubieren intervenido en la emisión de una licencia médica, los antecedentes clínicos y otros que sean necesarios para cumplir las funciones que esta ley les encomienda, quienes estarán obligados a remitirla.
La Superintendencia de Seguridad Social y la Comisión Medica Preventiva e Invalidez podrán requerir información a la Tesorería General de la República respecto del pago de las sanciones impuestas conforme a esta ley, del Servicio de Impuestos Internos respecto de la emisión de la respectiva boleta de honorarios, facturas y en general, los documentos tributarios por la prestación profesional que dio origen a la licencia, de la Policía de Investigaciones de Chile respecto de ingresos y egresos del país de los investigados por la Superintendencia, y de cualquier otro organismo para recabar antecedentes solo respecto de las investigaciones que realice en conformidad con el artículo 5° de la presente ley.
Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, las Cajas de Compensación y de Asignación Familiar deberán informar a la Superintendencia, tan pronto tomen conocimiento, de cualquier conducta sospechosa que afecte a las empresas afiliadas y sus trabajadores respecto de la tramitación y pago de subsidios por incapacidad laboral derivado de una licencia médica.

Artículo 10 septies.- Las sanciones aplicadas conforme a los procedimientos regulados en esta ley se anotarán en el Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud, información que deberá ser claramente visible para quienes consulten dicho registro; en especial, en lo que dice relación con las suspensiones vigentes.
En el evento en que se disponga la suspensión del prestador del Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud, este podrá continuar con la prestación de las garantías en salud en actual otorgamiento, sólo para los efectos del cumplimiento de la garantía de oportunidad, siempre que informe de esta suspensión al beneficiario y este consienta expresamente en ello. De la misma manera, los prestadores institucionales de salud deberán informar a la persona de la alternativa de continuar su tratamiento con otro profesional, si existiese. Para el caso que esto no sea posible, o que el beneficiario no quiera continuar su tratamiento con el prestador suspendido, la Isapre o Fonasa deberán designar un nuevo prestador dentro de los plazos contemplados en la respectiva garantía.

Artículo 10 octies.- Salvo que se disponga expresamente otra modalidad, los plazos de esta ley corresponderán a días corridos. En todo lo demás, se aplicará lo dispuesto en el artículo 25 de la ley N°19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.
Las notificaciones a las que se refiere esta ley se practicarán por medios electrónicos a los correos electrónicos que mantengan las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez y la Superintendencia de Seguridad Social, salvo que el prestador informe su voluntad de ser notificado en un domicilio digital distinto. En todo lo demás, se aplicará lo dispuesto en el párrafo 1 del Capítulo III de la ley N° 19.880. 
En todo caso, a los procedimientos regulados por esta ley se les aplicarán supletoriamente las normas de la ley N° 19.880.”.

Artículo 2°. – Añádase en el artículo 13 de la ley Nº 20.548 que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud la siguiente letra f), nueva:
“f) A la Superintendencia de Seguridad Social y a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, en el ejercicio de las facultades que les concede la ley N°20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas.”.

Artículo 3°. – Introdúcese en el artículo 1° de la ley Nº 20.261 que crea Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina, incorpora cargos que indica al Sistema de Alta Dirección Pública y modifica la ley Nº 19.664, el siguiente inciso quinto, nuevo:
“Sin perjuicio de lo expuesto, el examen deberá evaluar contenidos relativos al marco normativo vigente sobre sanciones administrativas y penales, por emisión injustificada o fraudulenta de licencias médicas.”.”.

Artículo 4°. – Modifícase el Código Penal del siguiente modo:

1) Sustitúyase en el artículo 21, en el acápite "Penas de simples delitos", la oración "Inhabilitación especial temporal para emitir licencias médicas” por “Inhabilitación especial temporal para ejercer la profesión de médico cirujano, matrona o cirujano dentista”, e intercálase a continuación lo siguiente: “Inhabilitación especial perpetua para ejercer la profesión de médico cirujano, matrona o cirujano dentista.”.

2) Introdúcense en el artículo 202.- las siguientes enmiendas:
a) Reemplazase en el inciso segundo la oración “las penas de reclusión menor en sus grados mínimo a medio”, por “las penas de reclusión menor en sus grados medio a máximo”.
b) Reemplazase en el inciso tercero la expresión “con las mismas penas y una multa de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales” por “con presidio menor en su grado mínimo a máximo y una multa de trescientas a mil unidades tributarias mensuales” y las expresiones “inhabilitación especial temporal para emitir licencias médicas”, por “inhabilitación especial temporal para ejercer la profesión de médico cirujano, matrona o cirujano dentista.”.

c) Añádase al inciso cuarto la siguiente oración final:
“Si el reincidente fuere un facultativo, será castigado con la pena de reclusión mayor en su grado mínimo, multa de cien a mil unidades tributarias mensuales e inhabilitación especial perpetua para ejercer la profesión de médico cirujano, matrona o cirujano dentista.”. 

d) Agregase como inciso final, nuevo:
“Al que maliciosamente use los documentos falsos, cualquiera sea la forma en que los haya obtenido, se impondrá las penas anteriores disminuidas en dos grados.”.
Artículo 5°. – Sustitúyanse en el artículo 156 bis del Código Procesal Penal las expresiones “suspensión de la facultad de emitir dichas licencias” por “suspensión del ejercicio de la profesión de médico cirujano, matrona o cirujano dentista.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

“Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia desde su publicación. Sin embargo, excepcionalmente, el Registro Público al que hace referencia el artículo 10 quáter comenzará a regir en el plazo máximo de un año contado desde la publicación de esta ley.
El reglamento al que se refiere al artículo 1 bis de esta ley deberá dictarse en el plazo de un año contado desde su publicación.
Dentro del plazo de sesenta días contados desde la publicación de esta ley, la Superintendencia de Seguridad Social deberá dictar los actos administrativos generales necesarios para su correcta aplicación.

Artículo segundo transitorio.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a las partidas presupuestarias del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y del Ministerio de Salud, según corresponda, y en lo que faltare se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos correspondiente.

Artículo tercero transitorio.- Los médicos cirujanos, cirujanos dentistas o matronas que emitan licencias médicas, tendrán el plazo de noventa días corridos, desde la publicación de la presente ley, para solicitar su inscripción en el Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud de la Superintendencia de Salud, o bien, para modificar, enmendar o complementar los antecedentes vigentes, en el caso de encontrarse incorporados al referido registro.
Una vez transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior, la Superintendencia de Salud remitirá a la Superintendencia de Seguridad Social la nómina de profesionales que consten en el Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud que se encuentren habilitados para emitir licencias médicas.”.

- - -
ACORDADO

Acordado en sesiones celebradas los días 25 de octubre de 2022, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente); Juan Luis Castro González; Iván Flores García, y Javier Macaya Danus; 9 de noviembre de 2022, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente); Juan Luis Castro González; Iván Flores García, y Javier Macaya Danús; 15 de noviembre de 2022, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente); Juan Luis Castro González; Iván Flores García, y Javier Macaya Danús; 29 de noviembre de 2022, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente); Juan Luis Castro González; Iván Flores García, y Javier Macaya Danús; 20 de diciembre de 2022, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente); Juan Luis Castro González; Iván Flores García; Felipe Kast Sommerhoff, y Javier Macaya Danús; 21 de diciembre de 2022, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente); Juan Luis Castro González; Iván Flores García; Felipe Kast Sommerhoff, y Javier Macaya Danús; 3 de enero de 2023, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente); Juan Luis Castro González; Iván Flores García; Felipe Kast Sommerhoff, y Javier Macaya Danús; 10 de enero de 2023, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente); Juan Luis Castro González; Iván Flores García; Felipe Kast Sommerhoff, y Javier Macaya Danús; 17 de enero de 2023, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente); Juan Luis Castro González; Iván Flores García, y Javier Macaya Danús, y 24 de enero de 2023, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente); Juan Luis Castro González; Iván Flores García; Felipe Kast, y Javier Macaya Danús.

Sala de la Comisión, a 06 de marzo de 2023.
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 JUAN PABLO LIBUY GARCIA

Abogado Secretario de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY Nº 20.585, SOBRE OTORGAMIENTO Y USO DE LICENCIAS MÉDICAS, CON EL OBJETO DE FORTALECER LAS FACULTADES DE LOS ORGANISMOS REGULADORES Y FISCALIZADORES Y AUMENTAR LAS MULTAS Y PERÍODOS DE SUSPENSIÓN DE LOS EMISORES DE LICENCIAS MÉDICAS, EN LOS PRESUPUESTOS QUE ESTABLECE LA LEY. (BOLETÍN Nº 14.845-11)
I. OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Fortalecer las facultades de los organismos reguladores y fiscalizadores en esta materia, aumentar las multas y períodos de suspensión de los emisores de licencias médicas en los presupuestos que establece la ley, aumentar las sanciones penales vinculadas al ilícito y ampliar los tipos penales.
II. ACUERDOS: aprobado en general por unanimidad (4x0), y en particular.
III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: consta de cinco artículos permanentes y tres transitorios.
IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: El artículo 1°, numeral 5° es una norma de rango orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo del artículo 66, de la misma Carta Fundamental.

Tienen el carácter de ley de quórum calificado, los numerales 1, 2, 3 letra c), 4 letra c), 6 letra b), 7 (artículos 10 bis a 10 septies), por tratarse de materias de seguridad social, según lo señalado en el numeral 18 del artículo 19 de la Constitución, en relación con el inciso segundo del artículo 66, de la misma Carta Fundamental. 
V. URGENCIA: suma.
VI. ORIGEN E INICIATIVA: Senado. Mensaje de S.E. el Ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique.
VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primero.

VIII. INICIO DE LA TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 9 de marzo de 2022.
IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe, en general y en particular.

X. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 
- Constitución Política de la República, artículo 19, N°s 9 y 18.
- Código Penal.
- Código Procesal Penal.

- Ley N° 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.
- Ley N° 20.261, que crea el Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina, incorpora otros cargos que indica al sistema de Alta Dirección Pública y modifica la ley N° 19.664.
- Ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.
- Ley Nº 20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas.
Valparaíso, a 06 de marzo de 2023.
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 JUAN PABLO LIBUY GARCIA

Abogado Secretario de la Comisión

 





 





 





 





 





 








� A continuación, figura el link de las sesiones, transmitidas por TV Senado, que la Comisión dedicó al estudio del proyecto:


�HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2022-10-24/211649.html"��https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2022-10-24/211649.html�


�HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2022-11-09/125216.html"��https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2022-11-09/125216.html�


�HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2022-11-16/071558.html"��https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2022-11-16/071558.html�


�HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2022-11-29/073835.html"��https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2022-11-29/073835.html�


�HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2022-12-20/072436.html"��https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2022-12-20/072436.html�


�HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2022-12-21/082044.html"��https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2022-12-21/082044.html�


� A continuación, figura el link de las sesiones, transmitidas por TV Senado, que la Comisión dedicó al estudio en particular del proyecto:


�HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2023-01-03/081855.html"��https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2023-01-03/081855.html�


�HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2023-01-10/080634.html"��https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2023-01-10/080634.html�


�HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2023-01-17/075026.html"��https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2023-01-17/075026.html�


�HYPERLINK "https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2023-01-24/072418.html"��https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2023-01-24/072418.html�





� Junto con las indicaciones, el Ejecutivo presentó un �HYPERLINK "https://www.senado.cl/appsenado/index.php?mo=tramitacion&ac=getDocto&iddocto=15968&tipodoc=docto_comision"��nuevo informe financiero�.
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